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La Nación Mexicana atraviesa en la actua 

lidad una crisis económica de grandes dimensiones, sin prec~ 

dente desde la gran depresión de los años treinta, como así 

lo demuestran diversos indicadores. 

La tasa de desempleo abierto se duplicó, 

aunado a esto, para el año de 1983 los desempleados compiti~ 

ron con aproximadamente 800,000 mexicanos que demandaban nu~ 

vos puestos de trabajo en una economía con escasas posibili­

dades de crecimiento. La producción se detuvo en los diferen 

tes sectores. Por otra parte, un gran número de empresas del 

sector inrlustrial, no continuarán operando por carecer de c~ 

pital de trabajo y de divisas para la importación de insumos. 

México registra un elevado Índice infla­

cionario, que es alarmante por su enorme riesgo de acelera­

miento. De continuar así la situación, la comunidad dejará­

de ahorrar e invertir, afectándose principalmente a los asa­

lariados y a los marginados, en este caso, sería necesario -

financiar el déficit público mediante la emisión monetaria o 

con el crédito externo, que pudiera significar una catástro­

fe al poco tiempo. 

En relación al sector público, cabe men 

cionar que éste registra un déficit desmedido y sin compara­

ción en la historia del país. Esto implica que no sólo nos 

hemos endeudado a efecto de cubrir la inversión, sino para 

financiar el gasto corriente puesto que no hay ahorro público. 
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32 centavos de cada peso, se utilizan para pagar la deuda e~ 

terna de México, limitándose con esto los recursos destina-­

dos a programas prioritarios. Los ingresos fiscales como los 

de las empresas públicas, no han sido suficientes para el fl 

nanciamiento del gasto público, y los subsidios han salido -

de toda proporción. 

Como consecuencia de eLlo, el sector pú­

blico tuvo un déficit sin precedente en diciembre de 1982 y­

la productividad general de la economía ha descendido. 

La caída de los precios del petróleo y -

el estrechamiento del financiamiento en el contexto interna­

cional, fueron cambios bruscos que precipitaron la crisis n~ 

cional. Sin embargo, su origen y magnitud obedecieron tam--­

bién a factores internos, resultado de contradicciones gene­

radas en el proceso de desarrollo. 

Cuanto antes, es imperante realizar aju~ 

tes importantes al aparto productivo y distributivo a fin de 

resolver los desequilibrios que originan ineficiencia y baja 

productividad, escasez de divisas e insuficiencia de ahorro­

interno. 

En la Últimas décadas, México ha experi­

mentado un elevado crecimiento económico, pero particularme~ 

te en la anterior administración, la desigualdad económica y 

social persistió y se comparó desfavorablemente con otros --

países. Por ésta, y las demás razones expuestas, el Lic. 
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Miguel de la Madrid en su discurso de toma de posesión como 

Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, -

manifestó que la única forma de superar la crisis es traba­

jando, fomentando la producción y ahorrando con mayor inten-

sidad que nunca. Ya que aspirar a regresar al estado ante-

rior a la crisis, no justificará ningún esfuerzo o sacrifi--

cio de los mexicanos. Por ello, es necesario luchar por una 

etapa diferente y mejor de nuestra vida. 



C A P I T U L O P R I M E R O 

A S P E C T O S O I V E R S O S 
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I. PRESENTACION AL TEMA 

El ciudadano Miguel de la Madrid Hurtado 

asumió la candidatura del Partido Revolucionario Institucio-

nal a la Presidencia de la República, el 11 de octubre de --

1982. 

Durante su campaña, la demanda popular -

reveló la necesidad de cambios de sistemas e instrumentos de 

acción y sobre todo, de orientación en la estrategia del de-

sarrollo nacional. 

Evidentemente, el Candidato pretendió --

fortalecer mediante ideas progresistas y soluciones concre--

tas, la confianza en nuestra capacidad de hacer lo que nos -

proponemos. Confianza en la capacidad de cada uno; ccnfianza 

en el sistema; confianza en nuestra capacidad de cambio, de-

renovación y de perfeccionamiento (1). 

Su campaña tuvo como finalidad ser una -

etapa de consulta popular de la planeación democrática, que-

se tradujera en una participación popular para la reafirma-~ 

ción de la ideología revolucionaria, analizando los graves -

problemas que enfrenta el país, para encontrar y definir so-

luciones. Fue una oportunidad para que el pueblo expresara -

(1) Toma de protesta como Candidato del Partido Revoluciona­
rio a la Presidencia, México, D.F., 11 de octubre de ---
1982. 
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sus demandas y dem&s inquietudes; 

Nuestra revolución tuvo como origen la -

injusticia y tiene como objeto fundnmental la justicia so---

cial, entendiéndose como tal, una justicia sana, firme y peE 

manente, que se traduzca en un régimen de vida que podamos -

heredar a las generaciones venideras, futuro sustento de Mé-

xico. Debemos hacer el esfuerzo para que el valor justicia,-

"sea la relación de equílibrio y simetr1a, dando a cada 

quien lo suyo, lo que le corresponde" (2), reiterándose el -

concepto de los mínimos de bienestar como primer escalón ---

para generar mayor justicia en nuestro sistema. 

Si los mexicanos queremos seguir vivien-

do en una democracia, es indispensable entender ésta, no só-

lo como un régimen pol1tico y jurídico, sino como un sistema 

de vida que permita el mejoramiento permanente y constante -

del pueblo en su nivel de vida, en sus aspectos sociales, --

culturales y económicos, es decir, en el concepto de una de-

mocracia integral (3). Si en verdad aspiramos a ello, los m~ 

xicanos tendremos que entender la democracia como un sistema 

donde la acción del gobierno sea diseñada por el propio pue-

blo, y esto último, apoye al mismo en la realización de los -

planes y vigilando que las autoridades cumplan lo que prome-

(2) Discurso pronunciado en Armería, Col., 16 oct. 1981. 

(3) Discurso pronunciado en el paraninfo de la Universidad -
de Guadalajara, Jal., 19 oct. 1981. 
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tan, comportándose con decencia y sirviendo sólo al interés 

del pueblo. 

Durante su campaña, Miguel de la Madrid 

sustentó siete tesis de gobierno para orientar un proyecto -

nacional de desarrollo cuyo origen se encuentra en los valo 

res de la Revolución Mexicana, mismos que se fundan en el 

consenso popular para su plena realidad y vigencia, que a -

continuación se detallan: 

NACIONALISMO REVOLUCIONARIO.- Implica la 

defensa y fortalecimiento de nuestra independencia, reafirm~ 

ción del nacionalismo cultural y transformación social en be 

neficio de las mayorías. 

DEMOCRATIZACION INTEGRAL.- Es la partic~ 

pación popular en todos los aspectos de la vida social, eco­

nómica y cultural. 

RENOVACION MORAL DE LA SOCIEDAD.- No es 

otra cosa, más que la supeditación de intereses particulares 

al interés general de la República y el cumplimiento del ºE 

den jurídico; la prevención, corrección y castigo de las con 

ductas ilícitas de los funcionarios y empleados públicos; -­

así como la profesionalización y depuración de los cuerpos -

encargados de la seguridad pública. Siendo necesaria una ad 

ministración de justicia pronta, expedita y limpia, la vig2 

rización de la formación ética y cívica del sistema educati-
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voy en los medios de comunicación social (4) .• 

SOCIEDAD IGUALITARIA.- Reune en todas -

sus dimensiones la igualdad en la economía mediante la prom~ 

ción del empleo, la protección al salario, impuestos propor-

cionales y equitativos, gasto público redistributivo del in-

greso a las necesidades nacionales. 

DESCENTRALIZACION DE LA VIDA NACIONAL. -

Se logrará fortaleciendo el federalismo y al municipio, am-

pliando las facultades de éste último, en las tareas del de-

sarrollo; fomentando la producción ~ el empleo fuera de las 

grandes z1,nas urbanas. Asimismo, haciendo efectiva la deseen 

centración política, administrativa, económica y cultural. 

DESARROLLO, EMPLEO Y COMBATE A LA INFLA 

CION.- A través de una política de desarrollo que establezca 

empleo productivo y remunerado, combatiéndose de esta manera 

la inflación y procurando distribuir en mejor forma el ingr~ 

so nacional. 

PLANEACION DEMOCRATICA.- Se pretende a! 

canzar mediante un sistema nacional que fije objetivos, es--

trategias de desarrollo, programas, acciones, recursos y re~ 

pensables. La participación social, es el elemento fundame~ 

tal de la planeación democrática, vigilando y evaluando per-

manentemente la eficiencia de los programas. 

(4) Nacionalismo Revolucionario: Siete Tesis Fundamentales­
de Campaña, Edición de la Secretaría de Información y -
Propaganda del Comité Ejecutivo Nacional del PRI, México 
1982, p.p. 9 y 10. 
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II. PENSAMIENTO POLITICO DEL LIC. MI---

GUEL DE LA MADRID RESPECTO DE LA RENOVACION MORAL 

Miguel de la Madrid, en su carácter de -

candidato a la Presidencia de la República, a efecto de res-

tituir la credibilidad del pueblo en las autoridades y fort~ 

lecer nuestros valores, ofreció una RENOVACION MORAL DE LA -

SOCIEDAD, producto de las demandas populares recogidas dura~ 

te su campaña política, principio fundamental para garanti--

zar a todos los mexicanos la solidaridad social dentro de un 

marco de legalidad, igualdad, justicia y autoridad. 

La idea es reforzar y vigorizar todo ---

aquello que asegure la supeditación de los intereses indivi-

duales y de gremio al interés general de la Nación y al or--

den constitucional. 

Al tornar posesión como Presidente de la-

RepGblica, Miguel de la Madrid expresó: "La renovación moral 

de la sociedad será el compromiso y norma de conducta de mi-

gobierno, empezando con el mío, el compromiso de todos los -

mexicanos, de todos y cada uno de los sectores, de todos los 

gremios, para fortalecer nuestros valores"{S\. 

Conjuntamente con los principios de Pla-

(5) Miguel de Madrid Hurtado, Mensaje a la Nación, El Día, -
suplemento no. 78 de Documentos y Testimonios, 2 dic. --
1982, México, D.F., p. S. 
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neación Democrática, Sociedad Igualitaría y los demás antes-

mencionados, la Renovación Moral pasó a constituir un elemen 

to fundamental de la orientación del presente régimen de go-

bierno, teniendo como guía fundamental al derecho. 

Para llevar a cabo la voluntad política-

de su régimen, el señor Presidente propusó al H. Congreso de 

la Unión diversas iniciativas de ley para darle vida y for--

ma a la renovación propuesta, y al mismo tiempo legalidad en 

los diferenbes aspectos de la vida nacional (6). 

Esta tesis no sólo implica el cabal cum-

plirniento de las disposiciones legales que norman la actua--

ción de los servidores públicos, sino también una participa-

ción activa en los sistemas de administración y prestación -

de servicios, ya que la ineficiencia y su tolerancia, consti 

tuyen formas de faltar a un deber moral (7). 

El candidato del Partido Revolucionario-

Institucional, señaló que como revolucionarios tenernos la --

obligación de mantener una actividad de reforzada moral revo 

lucionaria positiva y constructiva, desde nuestra posición,-

cumpliendo con nuestra responsabilidad frente a la patria, -

(Gl Renovación Moral de la Sociedad, Edición del Diario Ofi­
cial, Secretaría de Gobernación, Talleres Gráficos de la 
Nación, Abr. 1983, México, D.F., p.10 

(7\ Toma de protesta corno Candidato del PRI a la Presidencia 
de la República, 11 oct. 1982, México, D.F. 
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la familia y a nosotros mismos Cal. 

Asimismo estableció que las ideas motri-

ces que proponía y en particular, en cuanto a la renovación-

moral de la sociedad deliberadamente no empleo el concepto -

"lucha contra la corrupción", porque esta denominación se --

utiliza exclusivamente para implicar que el problema de la -

moralidad reside en el sector público. Niega que la corrup--

ción sea la norma de conducta del gobierno de México, aunque 

acepta que hay fenómenos de inmoralidad y de corrupción en -

el sector gubernamental ( 9 ) . 

Nuestra sociedad definitivamente no es -

corrupta pero es necesario que la misma reaccione a tiempo y 

a fondo frente a los fenómenos de corrupción, mediante accio 

nes que ataquen el problema en sus causas originarias. Pl de 

recho presidirá la batalla contra la corrupción, auxiliándo-

se por modernos sistemas administrativos que prevengan la t~ 

rna de decisiones con base a ciertos criterios y, con la hum~ 

nización de la justicia. Vital es también , la participación 

de cada ciudadano para vigilar al propio gobierno, a sus or-

ganizaciones y sobre todo, a quienes tienen más obligación -

de tener una actitud honesta y responsable frente al pueblo-

de México. 

(9) Discurso pronunciado en el acto de adhesión a su candi­
datura ante diversos grupos del Edo. de Gto., 29 sept. -
1981, México, D.F., 

9) Discurso pronunciado en la Universidad Autónoma de Nue­
vo León, Monterrey, N.L., 6 nov. 1981. 
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I. REFORMAS AL TITULO CUARTO DE LA CONS-

TITUCION 

Es requisito indispensable para modifi-­

car nuestra Carta Magna, sujetarse al procedimiento previsto 

en el propio texto constitucional que en forma simplificada­

se desarrolla de la siguiente forma: Presenta una iniciativa 

quien goza de esta facultad constitucional, aprobada la mis­

ma por la cámara de Origen, se pone a consideración de la Cá 

mara Revisora, y una vez aprobada por ésta última, toca a -­

las legislaturas de los estados votar su aprobación, si la -

votación resulta en sentido afirmativo, pasará más tarde al­

Ejecutivo Federal para su promulgación y publicación, respe~ 

tivamente. 

No obstante, la constitución ha sufrido­

un sin número de modificaciones que han permitido que la mi~ 

ma se adecue constantemente a la realidad nacional, determi­

nando nuevas formas de ser, costumbres y elementos de convi­

vencia del mexicano de hoy en día, q~e nos permiten una pro­

yección dentro de un orden jurídico establecido en el trans­

curso de los años por la ciudadanía a través de la represen­

tación popular. 

México, como Estado de derecho, exige a­

sus servidores públicos que sean responsables. A efecto de -
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que esto se convierta en una reaiidad tangible, el Presiden­

te de la República, sometió al Poder Legislativo una inicia­

tiva de reformas al Título Cuarto Constitucional, en donde -

se proponen nuevas bases de responsabilidad de los servido-­

res públicos para actualizarlas de acuerdo con las demandas­

del pueblo. 

La H. Asamblea que conoció de la mencio­

nada iniciativa, estableció nuevas definiciones sobre la ma­

teria de responsabilidades, que pretenden una igualdad de t~ 

dos ante la ley. Conceptos que actualmente son norma suprema 

en el pa1s, y no dan cabida a fueros, distinciones o tratos­

especiales o preferenciales. 

El texto constitucional vigente, contem­

pla los diversos sujetos de responsabilidad política, admi-­

nistrativa y penal refiriéndose a la Administración Pública­

-en sentido amplio, que comprende tanto al sector central co­

mo al paraestatal. Da competencia exclusiva al Congreso de -

la Unión para valorarla existencia y gravedad de los actos y 

omisiones que puedan dar lugar al juicio político, previo -­

procedimiento seguido al servidor que culmine en declaración 

de procedencia y en el que se cumplan conlas garantías cons­

titucionales de legalidad, audiencia, debido procedimiento y 

defensa contenidas en los artículos 14,16 y 20 de la consti-

tución. 

El Título Cuarto fue previsto por prime-
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ra vez en la Constitución de 1917, habiéndose modificado con 

anterioridad sólo uno de sus siete artículos. La realidad en 

aquél entonces no ofrecía bases sólidas para prevenir y san­

cionar la corrupción del funcionario público que la ciudada­

nía exigía erradicar, siendo inaplazable ajustar el texto -­

constitucional a los cambios y exigencias sociales. 

En cuanto a las reformas materia del pr~ 

sente estudio, las mismas fueron expedidas por el Congreso y 

publicadas en el Diario Oficial de la Federación, y compren­

den del artículo 108 al 114. Inician cambiando la denomina-­

cien de "funcionario público" por la de "servidor público",­

con lo que se busca hacer desaparecer la tradicional distin­

ción entre funcionario, empleado y alto funcionario. 

Se reordenó el mencionado Título, preci­

sando los sujetos de responsabilidad, la naturaleza de la -­

misma y las bases para la responsabilidad penal por enrique­

cimiento ilícito, para lo cual el Congreso de la Unión y las 

Legislaturas de los Estados dentro del ámbito de sus respec­

tivas competencias, expedirán las leyes de responsablidida-­

des de los servidores públicos y dem&s normas conducentes a­

sancionar las conductas de quienes incurran en responsabili­

dad, sujet&ndose a las prevenciones del artículo 109 consti­

tucional. 

"Para los efectos de las responsabilida­

des a que alude este Título se reputan como servidores públ! 
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cos a los funcionarios y empleados, y en general, toda pers~ 

na que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier na-

turaleza en la Administración Pública Federal, responsable -

de los actos u omisiones en que incurra en el desempeño de 

sus respectivas funciones~ (10). 

La noción de servidor público expresa la 

voluntad y misión que debe guardar el trabajador al servicio 

del Estado dentro de la administración centralizada o parae~ 

tatal. El articulo 108 de la constitución, dispone que el T! 

tular del Ejecutivo Federal, durante el tiempo de su encargo, 

sólo puede ser acusado por tración a la patria y delitos gr~ 

ves del orden común. En tanto, los representantes de los Es-

tados, éstos serán responsables por las violaciones a la 

Constitución General y a las leyes federales, así como por -

el manejo indebido de fondos y recursos de la Federación. --

Ademas de cualesquiera de las faltas en que incurran en con-

travención a lo previsto en la correspondiente constitución-

local y las leyes que de la misma emanen. 

La responsabilidad de los servidores pú-

blicos puede ser de tipo: 

POLITICA.- Se hace efectiva mediante ju! 

cio político que se sigue al servidor público presuntamente-

responsable, conforme a lo dispuesto en el 110 del Título de 

<10) Art1culo 108 párrafo primero de la Constitución Federal, 
Reformas y Adiciones al Título Cuarto, Diario Oficial -
de la Federación, 28 dic. 1982, México, D.F. 
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referencia, por los actos u omisiones que redunden en perjui 

cio de los intereses públicos fundamentales o de su buen de~ 

pacho que comentan en el ejercicio de sus funciones. Juicio­

que no procede por mera expresión de ideas. 

PENAL.- La comisión de delitos por parte 

de los servidores públicos será perseguida y sacionada de -­

conformidad a lo previsto en la legislación penal aplicable. 

ADMINISTRATIVA.- El servidor público cu­

yos actos u omisio~es afecten la legalidad, honradez, leal-­

tad y eficiencia que deban guardar en el desempeño de su em­

pleo, car10 o comisión, se har& acreedor a la sanción admi-~ 

nistrativa respectiva, previo procedimiento seguido al mismo 

y de acuerdo a los lineamientos establecidos en el Capítulo­

Segundo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Pú­

blicos en vigor. 

Cabe destacar que estos procedimientos y 

sus sanciones en el caso de procedencia, se desarrollarán en 

forma autónoma. 

En lo relativo al tipo delictivo de enri 

quecimiento ilícito, los servidores públicos que durante su­

encargo o que con motivo del mismo aumenten sustancialmente­

su patrimonio, adquieran bienes o se.conduzcan como dueños­

de ellos, cuya procedencia lícita no pueda justificarse, las 

leyes penales sancionarán al servidors público con el decomi 

so y con la privación de la propiedad de los bienes y demás-

. 1 
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penas aplicables al caso. 

Bajo su estricta responsabilidad y apor­

tando los suficientes elementos de prueba, cualquier ciudada 

no podrá formular la denuncia correspondiente ante la Cámara 

de Diputados del Congresos de la Unión respecto de las con-­

ductas previstas en estos preceptos. 

Son sujetos de juicio político los serví 

dores públicos que se mencionan en los dos primeros párrafos 

del 110, a quienes se les podrá sancionar con la destitución 

e inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos­

º comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. 

Para la aplicación de la sanción, la Cámara de Diputados foE 

mulara acusación ante la Cámara de Senadores, que eregida -

en jurado de sentencia y mediante resolución de las dos ter­

ceras partes de los miembros presentes en sesión, practica-­

das laf diligencias correspondientes y con auoiencia del acu 

sado, aplicará la sanción al caso. 

El articulado 111 de nuestro supremo -­

ordenamiento, dispone que para proceder penalmente en contra 

de los anteriormente denominados altos funcionarios, es nece 

sario que incurran en la comisión de delitos durante el tiem 

p0 de su encargo, y que la Cámara de Diputados declare por -

nayoría absoluta de sus miembros presentees en sesión, si ha 

lugar o no de proceder penalmente en contra de inculpado, 

sin que con ello se suspenda todo procedimiento ulterior si-
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la resolución fuese negativa. De lo contrario, el sujeto qu~ 

daría automáticamente a disposición de las autoridades pena­

les competentes para que actuen con arreglo a la ley. Al Pr~ 

sidente de la República sólo ha lugar de acusarlo ante la cá 

mara de Senadores, misma que resolverá en base de la legisl~ 

ción aplicable. 

La declaración de procedencia por deli-­

tos federales cometidos por los Gobernadores de los Estados, 

Diputados locales y Magistrados de los Tribunales Superiores 

de Justici0, será para el efecto de que se comunique a las -

Legislatu~as locales, para que €stas en el ejercicio de sus­

atribuciones procedan como corresponda. 

Son inatacables las resoluciones y decl~ 

raciones que al respecto emitan ambas Cámaras del Congreso -

de la Unión. El efecto de la declaración de que ha lugar ha­

proceder en contra del ~nculpado, será separalo de su encar­

go en tanto este sujeto a proceso penal que culmine en seh-­

tencia absolutoria o condenatoria. En el primer caso, el su~ 

jeto podrá reasumir su función, por el contrario, si la sen~ 

tencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido -

durante el ejercicio de su encargo, no se concederá al reo -

la gracia del indulto. 

Tratándose de demandas del orden civil -

que se establezcan contra los servidores públicos, no se re­

quiere declaración de procedencia. 
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En lo relativo a las sanciones, las pe-­

nas se sujetarán a lo dispuesto en la legislación penal apl.:!:_ 

cable, pero tratándose de delitos por cuya comisión el autor 

obtenga un beneficio económico G cause daños o perjuicios p~ 

trimoniales, deberán graduarse conforme al lucro obtenido y­

con la necesidad de satisfacer los daños o perjuicios causa­

dos por su conducta ilícita, en ningún caso, la pena de ca-~ 

rácter económico podrá exceder de tres tantos de los benef i­

cios obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 

Los artículos 112, 113 y 114 determinan­

que no se requiere declaración de procedencia para que el -­

servidor sea puesto a disposición de la autoridad competen­

te, cuando cometa delitos durante el tiempo en que se encuen 

tre separado de su encargo. Por otra parte el 113 establece­

que las leyes administrativas sobre responsabilidades de los 

servidores públicos, contendrán sus obligaciones, las sancio 

nes y procedimientos aplicables, así como señalarán las auto· 

ridades que las harán efectivas. Las sanciones consistirán -

en suspensión, destitución e inhabilitación. Por último,el -

114 dispone que el procedimiento de juicio político sólo po­

drá iniciarse en el período durante el caul el servidor pú-­

blico se encuentre cumpliendo su encargo y durante un año -­

después. 

La responsabilidad por delitos cometidos 

durante el desempeño de su cargo por cualquier servidor pú--
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blico, será exigible de acuerdo con los plazos de prescrip-­

ción consiganados en la ley penal, nunca inferiores a tres -

años, mismos que se interrumpen en tanto el servidor se en-­

cuentre en función. 
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II. REFORMAS y ADICIONES A DIVERSOS ARTI 

CULOS CONSTITUCIONALES 

La finalidad de estas reformas y adicio­

nes, no es otra, sino adecuar el contenido de estos precep-­

tos al contenido del Título Cuarto de la Constitución. SimuJ:. 

táneamente se derogaron las fracciones VII del artículo 74,­

IX del 76 y XIX del 89 constitucionales. 

El articulado 22, prohibe las penas de -

mutilació11, marca, azotes, tormento, multa excesiva y confi~ 

cación de bienes. El legislador pretende de esta manera pro­

teger lo mejor posible el bien jurídicamente tutelado, por -

lo que consideramos acertada la prohibición de estas sancio­

nes de carácter abusivo y arbitrario que atacan la integri-­

dad corporal de la persona y acfectan su patrimonio. 

La aplicación parcial o total de los -­

bienes de una persona que se lleve a cabo, no se considerará 

como confiscaión, cuando su objeto sea asegurar la responsa­

bilidad civil resultante de la comisión de un delito, hacer­

efectivo el pago de impuestos o multas, o bien, el decomiso­

de bienes que prevé el Título Cuarto. 

En cuanto a la pena de muerte, ésta qu~ 

aa fehacientemente prohibida por la comisión de delitos poli 

tices. Sólo pudiéndose aplicar al traidor a la patria en gu~ 

rra extranjera, al parricida con alevosia, premeditación o -
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ventaja, al incendiario, al plagiario, etc. 

Los artículos 73 fracción VI base 4a., -

94 párrafo final y 97 primer párrafo, regulaban con ante---­

rioridad, el procedemiento para la destitución de los Magis­

trados y Jueces del Distrito Federal, Magistrados de Circui~ 

to, Jueces de Distrito y Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. En virtud de las últimas reformas y 

adiciones, el contenido de estas disposiciones sólo permite 

qué los funcionarios públicos en cuestión sean separados de­

su encargo, previo procedimiento seguido a los mismos de con 

formidad a lo dispuesto en Título Cuarto Constitucional. 

Ese fue el motivo que hizo necesario se­

derogaran las fracciones de diversos preceptos ya antes men­

cionados, privando a las Cámaras de Diputados y Senadorse de 

su facultad para declarar o no justificadas las peticiones -

de destitución de las autoridades judiciales, que por mala -

conducta hiciere el Titular del Ejecutivo Federal. 

Por último, quedó previsto expresamente­

en el texto constitucional, que los servidores públicos reci 

ban remuneraciones adecuadas. 
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III. LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE 

LOS SERVIDORES PUBLICOS, REGULACION DE LA SITUACION PATRIMO-

NIAL Y CRITERIOS DE APLICACION DE LA LEY EN LO REFERENTE A -

FAMILIARES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

La Ley Federal de Responasbilidades fue-

ampliamente discutida en el seno del congreso de la Uni6n, -

estableciendo nuevas bases para prevenir y castigar la co---

rrupción en el servicio público (11). 

Esta nueva ley reglamentaria, permite al 

servidor público actuar dentro de un marco de honestidad, se 

riedad y lealtad, reconociendo a quienes sirven con aptitud-

y pongan todo su esfuerzo por ser realmente congruentes con-

su responsabilidad. Por ello, su finalidad consiste en com-

batir la irresponsabilidad del servicio público que genera -

ilegalidad, inmoralidad social y corrupción. 

En consecuencia, precisa a los sujetos -

de responsabilidad, las obligaciones derivadas del servicio-

público, las responsabilidades y sanciones administrativas -

que se puedan imputar a los propios servidores y aquellas --

otras sanciones que deban resolverse mediante juicio políti-

co, las autoridades competentes y los procedimientos para --

(lll Exposición de motivos enviada por el Presidente de la -
República a la H. cámara de Senadores del Congreso de -
la Unión, 2 dic. 1982. 
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aplicarlas y declarar la procedencia, procesamiento penal de 

los servidores públicos que gozan de fuero, así como regular 

el registro patrimonial de los propios servidores. 

Así, esta ley desarrolla el procedimien-

to necesario para establecer las sanciones en el juicio poli 

tico; el correspondiente a fin de sancionar penalmente a ---

aquellos servidores que por su alta jerarquía están protegi-

dos por relativa inmunidad constitucional para enjuiciarlos-

penalmente por la comisión de faltas previstas en el propio-

texto legal. 

En primer término, este ordenamiento aca 

ba con la desafortunada confusión entre delitos y faltas ofi 

ciales y delitos comunes, factor que evitó la aplicación de-

las leyes que en esa materia han estado en vigor, quedando -

sujetas a las leyes relativas a las responsabilidades civil-

y penal. Los procedimientos para la aplicación de sanciones, 

se desarrollan autónomamente, según su naturaleza(l2). 

La responsabilidad de tipo política, se-

constituye por conductas que afectan o redundan en perjuicio 

de los intereses públicos fundamentales y a su buen despacho. 

Los sujetos de responsabilidad en estos casos, por integrar-

un poder público, por su jerarquía o bien por la trascenden-

cia de sus funciones, son los servidores públicos a que se -

(12) SECOGEF, Ley Federal de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos, Talleres Gráficos de la Nación, s.c., -
Marzo 1983, p. 18. 
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refiere el primer párrafo del artículo 110 constitucional. -

Con fundamento en lo dispuesto en el Título Cuarto, se agre­

gó a los directores generales de los organismos descentrali­

zados y empresas de participaci6n estatal mayoritaria, como­

sujetos de responsabilidad política, tomando en cuenta que -

el artículo 93 de nuestro supremo ordenamiento jurídico rec~ 

noce la naturaleza política de sus funciones, al asimilarlos 

a los secretarios de despacho y jefes de departamento admi-­

nistrativo, por lo que hace a sus relaciones con el Congreso 

de la Unión. 

Los funcionarios del sector paraestatal, 

cuidan recursos y tienen a su cargo funciones de trascenden­

cia, por lo que deben ser sancionados políticamente si su -­

conducta redunda en perjuicio de los intereses públicos fun­

damentales y de su buen despacho. 

En la ley se incorpora una figura que se 

refiere a la conducta que deteriora las finanzas públicas y­

afecta la buena marcha administrativa, que se traduce en vio 

laciones graves y sistemáticas a los planes, programas y pr~ 

supuestos, y a las leyes que determinan el manejo de fondos­

publicos. 

En relación a la declaración de procede~ 

cia, previamente se deberá desarrollar la investigación ten­

diente a demostrar la presunta comisión de un delito para el 

cual la Constitución establece el requisito de desafuero del 
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servidor pGblico para proceder pinalmente en su contra ~on -

arreglo a la legislación penal. 

El procedimiento de-referencia conserva­

caracter unicamaral a fin de ser expedito y toda vez que no­

tiene naturaleza jurisdiccional, pues no se resuelve el fon­

do de la cuestión planteada, sino que, en realidad remueve -

un obstáculo para intentar la acción penal en contra del seE 

vidor público. Se trata de un requisito de procebilidad. 

El servidor público que sea absuelto por 

las autoridades comunes, podrá reasumir sus funciones. 

Es conveniente señalar, que en tanto el­

servidor no haya sido despojado de su fuero, no correrá la -

prescripción. La finalidad de ello, es que el fuero tempo--

ral para preservar políticamente el buen despacho de los in­

tereses públicos fundamentales, no se convierta en inmunidad 

por delitos que puedan cometer y, consecuentemente, en burla 

de la ley. 

Este procedimiento se ajusta también a -

los principios procesales ya antes invocados, que orientan 

tanto a los procesos como a los procedimientos de naturaleza 

no jurisdiccional, y que aseguran que decisiones tan graves­

como el llamado desafuero se tomen con equidad y reflexión. 

La deficiencia que había venido mostran­

do nuestra legislación, realativa a la falta de un sistema -

que regule la responsabilidad administrativa, sin perjuicio-
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de las de naturaleza penal, política, civil o moral, ha sido 

superada por la Ley actualmente en vigor. Las reformas al -

Título Cuarto establecen las bases de esta clase de respons~ 

bilidad en la que se incurre por actos u omisiones que afec­

tan los criterios de legalidad, honradez, imparcialidad, ec~ 

nomía y eficacia, que orientan a la Administración Pública y 

garantizan el buen servicio público. 

El procedimiento correspondiente es aut~ 

nomo del político y penal, ofreciendo al inculpado las gara~ 

tías constitucionales de los artículos 14 y 16, y sus resul­

tados no preveen la privación de la libertad del responsable. 

Se trata pues, de una vía expedita para prevenir y sancionar 

las faltas administrativas las cuales, según el caso, tam--­

bién podrían ser sancionadas comforme a la legislación penal. 

Consecuentemente, las responsabilidades pueden exigirse por­

cualquiera de las dos vías, respetando el principio estable­

cido de que no se podrá castigar dos veces una misma conduc­

ta con sanciones de la misma naturaleza. 

Para ello, el legislador sujeta a todo -

servidor público a un catálogo de obligaciones, cuya vigila~ 

cia en cuanto a su cumplimiento estará a cargo de los supe-­

riores jerárquicos y de los órganos de control de las depen­

dencias y entidades, facultados para imponer las sanciones -

disciplinarias que requiere una administración eficaz y hon­

rada, tales como sanciones económicas, el apercibimiento, --
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amonestación privada y pública, destitución para los trabaj~ 

dores de confianza y suspensión hasta por tres meses, sin -­

perjuicio de lo que otras leyes dispongan. 

La Secretaría de la Controlaría General­

de la Federación es la autoridad centralizada y especializa­

da, encargada de vigilar el cumplimiento de las obligaciones 

de los servidores públicos, para establecer las responsabil! 

dades administrativas en que incurran por su incumplimiento­

Y para aplicar las sanciones disciplinarias. Las sanciones­

pueden ser destitución de cualquier servidor no designado -­

por el Prnsidente de la República, sanci~n econ6mica de tres 

veces el monto del beneficio econ6mico obtenido o del daño -

causado por su conducta ilícita, e inhabilitación por resolu 

ción jurisdiccional para volver a desempeñar empleo, cargo o 

comisión en el servicio público hasta por veinte años. 

Al coordinador del sector, se le confie­

ren facultades limitadas para sancionar tratándose de entida 

des paraestatales. 

El procedimiento en cuestión, como en -­

los anteriores casos, se apega a las garantías constitucion~ 

les. Los órganos actuarán con celeridad e imparcialidad y -

los servidores públicos tendrán la oportunidad de ser debid~ 

mente escuchados. Además, existen recursos administrativos­

de agotamiento optativo para impugnar los actos sancionado-­

res, ampliándose la competencia del Tribunal Fiscal de la Fe 
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deración a efecto de conocer las controverisias que susciten 

los actos disciplinarios. 

Es de singular importancia destacar que-

el régimen de responsabilidad administrativa abarcará al peE 

sonal de los Poderes de la Unión y de los organismos deseen-

tralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, -

asociaciones y sociedades asimiladas a éstas y fideicomisos-

públicos. 

El Título Cuarto de esta Ley denominado-

"Registro Patrimonial de los Servidores PGblicos", responde-

al propósito de modernizar el viejo sistema de registro de -

manifestación de bienes, con un sistema dinámico y vivo que-

permita la captación de los datos suficientes para el segui--

miento y control del patrimonio de los servidores públicos.-

El objetivo primordial de ello, es verificar y comprobar que 

el patrimonio de los servidores ha sido obtenido a través de 

sus ingresos también lícitos, otorgándose facultades a las -

autoridades competentes para practicar visitas de inspección 

o auditoria para comprobar los datos asentados (13). 

Este registro se ha convertido en un im-

portante documento para el caso de que se presuma el enriqu~ 

cimiento ilícito del servidor público, ya que el no declar 

con veracidad se presumirá como tal. Asimismo, el servidor-

obligado a presentar su declaración y, no lo hiciere, se de-

(131 secretaría de Gobernación, "Renovación Moral de la So-­
ciedad", Talleres Graf. de la Nación, abril 1983, p. 14 
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clarará sin efecto su nombramiento. 

La declaración de situación patrimonial 

se deberá de presentar a partir de 1984 en forma anual, para 

indicar los incrementos o decrementos en los patrimonios de 

los servidores públicos. Sólo tendrán esta obligación los -

servidores superiores a partir de jefe de departamento o car 

go paraestatal equivalente, quedando facultada la Secretaría 

de la Contraloría y la Procuraduría General de la República­

para señalar los casos adicionales. 

E1 registro de las declaraciones patri­

moniales, estará a cargo de la Secretaría de la Contraloría­

General de la Federación. 

Otra innovación de esta Ley es la refe­

rente a la práctica de recibir regalos por parte de los ser­

vidores públicos, por lo que se prohibe esta acción muy 

arraigada, fuente de corrupción que atenta contra la impar-­

cialidad del servidor. Las dádivas y obsequios recibidos -­

por el servidor de personas vinculadas a las facultades de -

que están investidos, só1o se permitirán si el valor de 

ellos no rebasa diez veces el salario mínimo diario vigente-

en el Distrito Federal. Debiendo entregar a la instituci6n-

que se indique los que excedan lo anterior, y al no hacerlo, 

implicara la comisión del delito de cohecho. 

Por Último, se recoge otro nuevo aspec­

to dentro de la legislaci6n vigente, referente a otorgar em 
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pleos, cargos o comisiones a familiares dentro la Administr~ 

ción Pública Federal. Para luchar en contra de esta arraig~ 

da practica dentro de nuestra admjnistraciún, la Ley prohibe 

terminantemente que un servidor público dé empleo, cargo o -

comisión a su conyugue o a un familiar que esté dentro del 

cuarto grado de parentesco por consanguinidad, afinidad o e~ 

vil. Tampoco podra emplear terceros para con los cuales ten 

ga relaciones profesionales, laborales o de negocios, ni a -

sus asociados dentro de las sociedades en las cuales tenga o 

haya tenido intereses, él mismo o sus familiares. 

El Lic. Miguel de la Madrid Hurtado al -

tomar posesión como Titular del Ejecutivo Federal, definió -

claramente: "No es compatible servir en puestos públicos y-

simultaneamente operar negocios cuya actividad se funde en -

relaciones económicas de gobierno. Esta dualidad es inmoral. 

O se gobierna o se hacen negocios. Los puestos públicos no-

deben ser botín de nadie" (14). 

En el Diario Oficial de la Federaci.ón de 

fecha 11 de febrero de 1983, la Secretaría de la Contraloría 

publicó, Acuerdo por el que se fijan los criterios para la -

aplicación de la Ley de Responsabilidades en lo referente a-

familiares de los servidores públicos, estableciendo que ---

(14) Lic. Miguel de la Madrid Hurtado, uMensaje a la Nación", 
El Día, Suplemento No. 78 de Testimonios y Documentos,-
2 dic. 1982, p. 6. 
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existe restricción legal para que el servidor público desig­

ne o promueva a sus familiares para ocupar cargos dentro de­

su área de influencia, precisando los criterios a seguir 

cuando al ingresar el servidor público, ya se encontrare al­

gún familiar dentro de la restricción, o bien, cuando antes­

de entrar en vigor la Ley Federal de Responsabilidades, el -

servidor hubiere intervenido directa o indirectamente en la­

designación o promoción de sus familiares, dentro de su área 

de influencia y dicha situación continuare indefinidamente. 
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IV. REFORMAS AL CODIGO PENAL 

Las responsabilidades de los servidores­

públicos en materia penal federal y del Distrito Federal fue 

definida aproximadamente hace medio siglo, siendo necesario­

actualizar sus definiciones. 

se propusieron cinco nuevos tipos pena-­

les con objeto de prevenir y castigar la delincuencia que -­

afecta al patrimonio del pueblo por parte de quienes deben -

preservarlo, para desalentar la corrupción y hacer ver que -

el cumplimiento de las obligaciones correspondientes resulta 

más satisfactorio que su incumplimiento. Estos delitos en -

que puede incurrir la conducta de los servidores públicos, -

son los que a continuación se describen: 

USO INDEBIDO DE ATRIBUCIONES Y FACULTA-­

DES.- Mismo que pretende sancionar el manejo ilícito de re­

cursos económicos públicos y de facultades para regular la -

economía. 

EJERCICIO ABUSIVO DE FUNCIONES.- Casti­

ga el uso del empleo, cargo o comisión del servidor para pr~ 

mover sus intereses económicos personales, los de sus fami-­

liares y los de sus afines, así como de personas con las que 

tengan vínculos afectivos o económicos. 
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TRAFICO DE INFLUENCIA.- Tipo delictivo­

creado para sancionar el uso del empleo, cargo o comisión p~ 

ra inducir, promover o gestionar cualquier tramitación o re­

soluciones il1citas de algGn negocio p&blico. 

INTIMIDACION.- Delito que castiga al -­

servidor que mediante la violencia física o moral inhiba a -

cualquier persona para presentar denuncia, . querella o apre­

tar información relativa a algún acto ilícito. 

ENRIQUECIMIENTO ILICITO.- A través de -

esta hipótasis penal se sanciona la adquisición de bienes cu 

yo valor exceda notoriamente el monte de los ingresos del 

servidor p&blico y cuya procedencia legítima no pueda justi­

ficar. 

Al mismo tiempo, se procedió a realizar­

la ampliación de otros tres de los tipos penales existentes, 

los relativos al Abuso de Autoridad, Cohecho y Peculado, pr~ 

viniendo conductas ilícitas no contempladas en la anterior -

legislación. 

Las sanciones penales aplicables a estos 

delitos, implican de manera fundamental la naturaleza de 

aquellos valores que se pretenden proteger por lo que se pu~ 

de considerar que su implantación reporta excelentes efectos 

disuasivos. 



C A P I T U L O T E R C E R O 

E L M A R C O A D M I N I S T R A T I V O 
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I. ADICION DEL ARTICULO 32 BIS A LA LEY 

ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL 

Adecuado el orden jurídico que hace cum-

plir los objetivos de la renovación moral puesta en marcha,-

fue necesario modernizar y adaptar el ámbito administrativo-

que permita la vigilancia del cumplimiento de las obligacio-

nes de los servidores públicos, la investigación de su pre--

sunta responsabilidad y, en su caso, la aplicación de las -

sanciones administrativas. Para llevar a cabo lo anterior,-

se procedió a modificar la Ley Orgánica, creándose la Secre-

tar!a de la Contraloría General de la Federación, pivote del 

sistema de control de responsabilidad administrativa del Ej~ 

cutivo Federal (15) 

El artículo 32 Bis de la mencionada ley, 

establece las atribuciones y responsabilidades de dicha se--

cretaría, de las que a continuación, y en forma de ejemplo,-

se enuncian algunas: 

Planear, organizar y coordinar el siste-

ma de control y evaluación gubernamental¡ expedir normas pa~ 

ra el funcionamiento de los instrumentos y procedimientos de 

contro; vigilar el cumplimiento de las normas de control y -

fiscalización; asesorar a 1os Órganos de control interno de-

(15) Miranda Pasquel, Raúl, "El Marco Administrativo de la -
Renovación Moraltt, INAP, 7 jun. 1983, M6xico,D.F., p. B. 
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las dependencias y entidades; establecer las bases generales 

para la realización de auditorías; opinar previamente a su -

expedición sobre los proyectos de contabilidad y control en 

materia de programación, presupuestación y administración de 

recursos; designar a los auditores externos de las entidades 

y normar y controlar sus actividades; coordinarse con la Co~ 

taduría Mayor de Hacienda; recibir y registrar las declara­

ciones patrimoniales; atender las quejas que presenten los -

particulares; conocer e investigar actos, omisiones o condu~ 

tas de los servidores públicos para cosntituir responsabili­

dades administrativas; y demás que le encomienden expresame~ 

te leyes y reglamentos. 
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rr. REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA 

DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA FEDERACION 

El Reglamento Interior de esa Secretaría 

armoniza el proceso de control de principio a fin en concor­

dancia con las atribuciones que le otorga a esta dependencia 

la Ley Orgánica de la Adrninistraci6n Pública Federal. A --­

efecto de realizar sus funciones, la Secretaría de la Contra 

loría se divide en dos Subsecretarías y una Coordinación Ge­

neral. La Subsecretaria "A", responsable de la operaci6n r~ 

gional, la aplicación de la Ley de Responsabilidades y los -

aspectos jurídicos. La Subsecretaría "B", encargada de los­

procedimientos de auditoría interna y externa; y la Coordin~ 

ción General de Delegados y Comisarios en el Sector Público, 

que tiene a su cargo a los delegados y comisarios de la Con 

traloría, que por ley deberán existir en las dependencias y­

entidades de la Administración Pública Federal, respectiva~­

mente. 

Otra de las unidades administrativas de 

mayor jerarquía es la denominada Contraloría Interna, adscr! 

ta directamente al Secretario del Ramo, misma que se encuen­

tra a cargo de un funcionario denominado Contralor Interno,­

designado por el Presidente de la República y sólo sera res 

ponsable administrativamente ante él. Las atribuciones que 
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le competen, las establece el reglamento, y además, deberá -

llevar a cabo aquéllas que específicamente le atribuya el ti 

tular de la Secretaría. 

La Secretaría de la Contraloría tiene a 

su cargo las funciones y despacho de los asuntos que expres~ 

mente le encomienda la Ley Orgánica de la Administraci6n PG­

blica Federal, la Ley Federal de Responsabilidades de los -­

servidores Públicos y otras leyes, así como raglamentos, de­

cretos, acuerdos y órdenes del Presidente de la República. 
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III. CONTROL INTERNO 

Mediante la adición del artículo 32 Bis­

a la Ley Orgánica se dió vida jurídica a la secretaría de la 

Contraloría, dependencia del Ejecutivo Federal encargada de 

planear, organizar y coordinar el sistema de control y eva-­

luación gubernamental. 

A fin de lograr una mayor eficiencia y -

eficacia en su cometido, la Secretaría es auxiliada por las­

diversas contralorías internas de las dependencias y entida­

des del Sector Público, que en forma particular coadyuvan al 

cabal cumplimiento de los objetivos del llamado control in-­

terno. 

Corresponde a la Dirección General de -­

Con trol establecer los requisitos que deberán reunir los ti­

tulares de las áreas de control de las dependencias y entid~ 

des de la Administración Pública Federal, opinar sobre su -­

nombramiento y, en su caso, solicitar su remoción. 

El control es una actividad consustan--­

cial no sólo a los procesos administrativos, públicos o pri­

vados, sino que se presenta en toda forma de actividad huma­

na, ya sea aislada o socialmente organizada. Se trata de -­

una noción compleja vinculada al sentido natural de la supeE 

vivencia y tiene que ver con acciones preventivas, concomí--
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tantes y posteriores a aquéllas que se consideran sustanti--

vas para la vida misma del individuo o de la colectividad. 

El control, básicamente distingue dos ti-

pos de actividades que pueden sujetarse a su intervención, -

programables y no programables. De este universo, el con~--

trol puede organizarse de manera sistemática y mecanicesta -

cuando se refiere al primer grupo, y por lo que hace al se--

gundo, el control implica alta capacidad creativa y de anál! 

sis, que va más allá de un reporte convencional ~ constituye 

de hecho un ejercicio en el caso de la administración públi-

ca. 

Convencionalmente podríamos definir al -

control interno como el conjunto de métodos y procedimientos 

que en forma sistemática sirven para promover la eficiencia-

y eficacia de sus operaciones, salvaguardar su patrimonio y 

verificar que la información que produce sea precisa, confia 

ble y oportuna (16). 

Además, verificará que las operaciones -

se hayan realizado con apego a las normas y procedimientos -

aprobados. 

III.1. CONTROL COMO VERIFICACION 

Una primera acepción del concepto se re-

(l~ Mario Rezenstein, "Control Interno~ INAP, 8 jun. 1983, 
p. l. 
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fiere a la verificación. Más aún, para muchos define el con 

cepto de control, en el sentido de que control es toda acti­

vidad que verifica que las cosas suecedan conforme a lo pr~ 

visto. Noción clara, pero limitada en el amplísimo universo 

del control. 

La verificación tiene implicaciones del 

orden moral y político incuestionables. Moral y política -­

son conceptos indisolubles asociados a la actividad del con­

trol como actividad verificadora que legitima lo actuado, 

que renueva los pactos sociales entre gobernantes y goberna­

dos, que aa contenido al conjunto de instituciones y normas 

que regulan la actividad de una sociedad y, en particular, -

de su gobierno. 

Por lo tanto, control como sinónimo de -

verificación es puntal de una sociedad organizada que tiende 

a asegurar una actividad política con alto contenido ético,-

principalmente, en lo que hace al manejo de recursos públi-

cos y a la conservación de los objetivos a que se aplican. -

En este campo, el control actua como factor disuasivo y tam­

bién de estímulo para los funcionarios a quienes se aplica.­

Corno disuasión porque establece normas y procedimientos de -

operación y, paralelamente, normas para sancionar la acción 

derivada, que incluy~ actos deshonestos corno también la ine2 

titud e irresponsabilidad que derivan en la pérdida de un p~ 

noso y sacrificado esfuerzo social. Al mismo tiempo el con-
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trol como verificación es un estímulo en la medida en que la 

función bien cumplida, desempeñada con eficiencia y honesti-
. 

dad, tiene en la sociedad mecanismos de reconocimiento y re-

compensa por haber tenido el individuo la calidad moral y --

profesional de haber actuado en beneficio de la colectivi--

dad. 

Finalmente, esta clase de control impli-

ca la posibilidad de verificar eventos y resultados, susten-

to de un universo mayor de decisiones y acciones que consti-

tuyen el drvenir permanente de un gobierno y de la sociedad-

a la que sirve. 

III.2. CONTROL COMO INFORMACION 

El control organizado como sistema de --

trabajo administrativo es un proceso que demanda y produce -

información; es más, sin información no podríamos hablar de-

control en lo absoluto. 

El control como información y visto des-

de el ángulo de la verificación que acabamos de examinar, --

conduce a información con ciertos grados de precisión, con -

requisitos específicos en su organización y forma de reporte, 

y a una disposición tal que posibilite su análisis racional. 

De este modo, la información como producto del control pasa-

a ser el sustento fundamental del proceso de toma de deci---
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siones ( 18). 

III.3. CONTROL COMO ORDEN 

Todo control implica el ejercicio de ac-

tividades lógicamente secuenciales. Como orden, el control-

no admite un universo desco=pensado, en el que los eventos -

ocurran de cualquier manera y no sean congruentes a los pro­

pósitos deseados. Por ser ur. factor de orden, el control es 

un instrumento básico de integración, procurando el acomodo­

sensato, lógico, racional de los ingredientes que concurren­

ª cualquier fenómeno o evento para que cada cosa ocupe su lu 

gar y cumpla su función. 

III.4. CONTROL COMO VOLUNTAD 

En cualesquiera de sus manifestaciones,­

el control es una función volitiva. Acto de voluntad para -

formar planes, políticas, normas y procedimientos que accio­

nen los conjuntos administrativos públicos con decisiones im 

plícitas de crecer, permanecer o cumplir. Esto es lo que 

constituye el marco normativo que habría de emplear la acti­

vidad de control para comprobar la forma en que ocurren las-

( 18) Mario Rozenstein, Op. cit., p. 8 
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cosas y para impulsar a que sucedan conforme a la voluntad -

expresada social e institucionalmente. 

III.5. CONTROL COMO CALIDAD 

Los términos de excelencia o calidad se 

asocian indisolublemente al concepto de control, ya que a 

través de este último se procura invariablemente la mejor re 

lación entre medios y fines, y en cualquier circunstancia 

tiene una motivacion esencial de aumento de eficiencia y pr~ 

ductividacl. En suma, es una actividad impregnada de actitu-

des constructivas para la obtención de los mejores y más al­

tos valores en las materias sujetas a control. 

III.6. ASPECTOS NORMATIVOS 

Para ubicar con mayor precisión el con-­

trol interno, tanto en relación a las funciones típicas como 

en cuanto a los instrumentos normativos y operacionales más 

comunes, vease el diagrama de interrelaci6n, p.51!. Por lo -

que se refiere al marco normativo, a continuación se enun--­

cian algunos instrumentos legales cuya aplicación y supervi­

sión son decisivas en la actuación de los contralores ínter-

nos: 

- Constitución Política de los Estados -
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Unidos Mexicanos. 

- Ley Orgánica de la Administración Pú--

blica Federal. 

- Ley Federal de Responsabilidades de -­

los servidores Públicos. 

- Ley del Presupuesto, Contabilidad y --

Gasto Público Federal. 

- Ley General de Deuda Pública. 

- Ley de Obras Públicas. 

- Ley de Planeación. 

- Ley para el Control, por parte del Go-

bierno Federal de los Organismos Descentralizados y Empre-­

sas de Participación Estatal. 

- Ley de Vigilancia de Fondos y Valores. 

- Reglamento Interior de la secretaría -

de la Contraloría General de la Federación. 

- Reglamento Interior de la Secretaría -

donde se ubique el funcionario. 

- Marco de actuación de las Contralorías 

Internas de las Dependencias de la Administración Pública Fe 

deral. 

Existe otro conjunto de elementos norma­

tivos cuya vigilancia también es esencial en la actuación de 

los Contralores Internos, que constituye un marco de refere~ 

cia a la operación y resultados d~ las dependencias de ads--
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cripción. Tales como el Plan Nacional de Desarrollo, Planes 

sectoriales, Presupuestos por Programas, etc. 

III. 7. OBJETIVOS, PROGRAMAS Y ATRIBUCIO 

NES 

El fortalecimiento de las funciones de -

control adaptadas por el Ejecutivo Federal tienen por objeto 

lograr que la administración del Estado se realice en mejo--

res condiciones de eficiencia y eficacia y que los servido--

res públicos se desempeñen al máximo de su capacidad y hones 

tidad. 

Se pretende que la Secretaría de la Con-

traloría General de la Federación y las Contralorías Inter--

nas de dependencias y entidades sean órganos que sin involu-

erarse directamente en la operación, fortalezcan y hagan in-

tegral la función de control en la administración o en el ám 

bito que les corresponda, a través de ejercicio de los dis--

tinto instrumentos, mecanismos o apoyos. 

Los grandes programas a desarrollar por-

la citada secretaría de la Contraloría, así como por las Con 

tralorías Internas, son: (18): 

PRIMERO.- Instrumentar y coordinar el -

(18) Jorge Ruiz Ascencio, "Control de la Administración Pd-­
blica Federal, INAP, 7 jun. 1983, p. 10. 
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Sistema de Control y Evaluación Gubernamental. En su elabo-

ración se tornara en cuenta un procedimiento que permita su -

constante adaptación a las necesidades reales y, consecuent~ 

mente, su apropiada aplicación dentro del marco administrat~ 

vo. 

SEGUNDO.- Investigar los actos, omisio­

nes o conducta deshonesta de los servidores públicos para -­

constituir responsabilidades administrativas y aplicar san­

ciones en su caso. 

Según el marco de actuación expedido por 

la Contraloría, las contralorías internas son Órganos de ap~ 

yo que dependen directamente del Titular de la dependencia o 

entidad y que realizan sus funciones de acuerdo con las dis­

posiciones, normas y lineamientos emitidos por la Secretaría 

de la Contraloría, las dependencias globalizadoras y la pro­

pia dependencia de adscripción. 

Son órganos que sin involucrarse directa 

mente en la operación, tienen responsabilidad de organizar y 

coordinar el Sistema Integral de Control de la dependencia o 

entidad, con el propósito de que oportuna y ·satisfactoriamen 

te se contemplen los aspectos mas representativos y relevan­

tes de la forma en que se aplican y utilizan por las áreas -

responsables las disposiciones, políticas, planes, normas, -

lineamientos, programas, presupuestos y demás instrumentos -

de control y evaluación. 
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En tal sentido, la Contraloría Interna -

no es responsable de ejercer el control de manera directa, -

su responsabilidad característica es la de apoyo y vigilan-­

cia debiendo evaluar y comprobar con el fin de hacer sugere~ 

cias constructivas. Su campo natural es la información y 

los sistemas de verificación de los controles que existan 

respecto de recursos en el sentido mas amplio. 

Luego entonces, se determina que las co~ 

tralorías internas deberán vigilar que exista información co 

rrecta y oportuna, que haya sistemas y controles que por s1 

protejan y promuevan el autocontrol, que los recursos se uti 

licen conforme a lo aprobado cumpliendo con tpdo el marco l~ 

gal correspondiente que los programas, indluyendo al presu-­

puesto se cumplan, o en su caso, investigar el motivo o jus­

tificación de las desviaciones. Tienen obligación de reci-­

bir, investigar y promover las quejas de la ciudadanía, der! 

vando acciones que procedan en relación a la Ley Federal de 

Responsabilidades. 

Para el buen desarrollo de las activida­

des a que nos hemos referido, estas unidades administrativas 

tienen las siguientes atribuciones: 

1.- Organizar, instrumentar y coordinar­

el Sistema de Control de la dependencia para apoyar al Titu­

lar a vigilar .todos los puntos normativos a que se ha hecho 

mención. 
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2.- Expedir normas y lineamientos que -­

complementariamente a los que expida la Contraloría General 

de la Federación, sean conducentes a la operación eficiente­

del Sistema Integral de Control. 

3.- Si no es competencia de la contralo­

ría Interna regular algunos procedimientos o sistemas, prom~ 

vera ante la unidad administrativa de la propia dependencia­

que sea competente, la emisión e instrumentación de las nor­

mas complementarias requeridas. 

4.- Opinar previamente a su expedición -

sobre el proyecto de disposiciones, políticas, normas y li-­

neamientos que deban expedir las otras áreas de la dependen­

cia. 

5.- Proporcionar elementos a la Secreta­

ría de la Contraloría para coadyuvar a que ésta expida bases 

y normas para la supervisión y realización de auditorías en 

la dependencia y entidades coordinadas que se encuentren ads 

critas al sector. 

6.- Opinar a solicitud de la Contraloría 

sobre el contenido y desarrollo de los programas anuales de 

auditoria de las entidades coordinadas adscritas al sector. 

7.- Formular con base a los resultados -

de las supervisiones y auditorias que realice las observaci~ 

nes y recomendaciones necesarias a las diversas &reas de la 

dependencia y establecer el seguimiento de aplicaci6n a di--
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chas medidas. 

8.- Asesorar y apoyar en todo lo condu--

cente para mejorar los sistemas de control interno en todas-

las áreas. 

III.8. ORGANIZACION DE LA CONTRALORIA IN 

TERNA 

La organizaci6n básica de una contralo--

ría interna en una dependencia puede tener una estructura se 

mejante a la siguiente: 

TITULAR 

CONTRALORIA -- INTERNA 

1 

1 

1 

DIREC. DE DIREC. DE 
CONTROL AUDITORIA 

1 
UNIDAD DE 

1 QUEJAS 
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Vale la pena comentar que existen secre­

tarías en las que ya funcionaba una contraloría interna, pe­

ro en estos casos, su organizaci6n y atribuciones eran diver 

sas a las que nos hemos referido en el desarrollo de este ca 

pítulo, como es el caso de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes. 

Por lo que toca a las entidades del sec­

tor paraestatal, el universo de variantes es mucho mayor y -

con arraigo muy profundo. En estos casos, las opciones po--

drán variar desde la innecesaria existencia de la Contralo-­

ría Interna por su escaso tamaño, hasta la creación o res--­

tructuración donde proceda. 
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IV. BASES ADMINISTRATIVAS QUE REGULAN LA 

ASIGNACION Y USO DE BIENES Y SERVICIOS QUE SE PONGAN A LA 

DISPOCISION DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

A consecuencia de la crisis económica 

que atraviesa el país y con objeto de ayudar a que México 

salga de esta situación. lo antes posible, la Administración­

PÚblica Federal deberá sujetarse a principios de austeridad; 

renovación moral e íntegra conducta, por lo que los funciona 

ríos y empleados públicos deberán solidarizarse en todos sus 

actos con tales principios. Es por ello, que los bienes y -

recursos que el Gobierno Federal destine al uso de los servi 

dores públicos para el desempeño de sus actividades, no deb~ 

rán, por ningún motivo, ser utilizados para fines ajenos a -

la función pública. 

Para el eficaz desempeño de las funcio-­

nes que tengan encomendadas los servidores y sin el carácter 

expreso de remuneraciones por servicios personales, el Ejec~ 

tivo Federal por conducto de la Secretaría de Programación y 

Presupuesto publicó en el Diario Oficial de la Federación de 

fecha 15 de diciembre de 1982, Acuerdo que establece las ba­

ses administrativas generales respecto de las dispocisiones­

legales que regulan la asignación y uso de los bienes y ser­

vicios que se pongan a dispocisión de los funcionarios y em-
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pleados de las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal. 

En cuanto al uso de vehículos automoto-­

res, la mencionada Secretaría establecería los lineamientos, 

tanto para su uso como para su asignación, atendiendo al ran 

ge de las funciones que desempeñen o a la naturaleza de las-

actividades inherentes al cargo. Solo podrán asignarse dos 

vehículos a la función de más alta jerarquía en cada depen-­

dencia y entidad. 

Exclusivamente se autorizará la adquisi­

ción de nuevas unidades en los casos que expresamente aprue­

be la Secretaría de Programación y Presupuesto, previo estu­

dio de las razones y justificaciones que presente para tal -

efecto la dependencia o entidad interesada. Periódicamente­

se verificará que el uso de los vehículos se ajuste a las n~ 

cesidades del servicio y cuando no subsista motivo para la -

asignación de los mismos, se procederá a su recuperación e -

inmediata reasignación. 

Programación y Presupuesto determinará -

los lineamientos para el uso y asignación de los equipos y -

servicios oficiales de transporte aéreo, atendiendo a la na­

turaleza de las funciones y urgencia e importancia del éSunto 

que motive su uso. 

se fijan también las reglas para la dis­

posición del personal adscrito a la unidad administrativa,--
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que no podrá asignarse a tareas diversas de aquellas que te~ 

ga encomendadas. El Estado Mayor Presidencial establecerá -

las normas a que se sujetará el servicio de escolta y señala 

ra los casos en que se requiera. 

Quedan previstos los casos de excepción­

en que podrá asignarse recursos con carácter de gastos de re 

presentación, la aplicación de materiales y equipos de ofici 

na, la expedición de documentos oficiales de. identificación­

que facilite el desarrollo de las funciones del servidor pú­

blico, la prohibición de adquirir bienes con objeto de obse­

quiarlos a terceras personas a t!tulo personal u oficial me­

diante la utilización de recursos económicos de la Adminis-­

tración Pública Federal, la obligación de cuidar los recur-­

sos asignados a información y publicidad, y que éstos se uti 

licen con apego a los programas. 

La asignación presupuestal para imprevi~ 

tos deberá ser aprobada, sin excepción por el Presidente de 

la República y se ~pegará a la normatividad presupuesta! y -

contable. 



CAPITULO C U A R T O 

IMPACTO s o e I o L o G I e o 
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I. IMPACTO SOCIOLOGICO DENTRO DE LA ADMI 

NISTRACION PUBLICA 

La renovación moral planteada por el Ej~ 

cutivo Federal ha tenido eco en los diversos sectores de la-

administración pública. Por su parte, los servidores públi--

cos en el ámbito de su respectiva competencia, coadyuvan en-

la implantación de ~edidas de control y evalución, a efecto -

de lograr un eficiente y eficaz desarrollo de las políticas, 

programas y metas de gobierno. 

Motivo por el cual, a continuación se 

destacan diversas opiniones expresadas por diferentes servi-

dores públicos: 

CONFIANZA 

Las decisiones de nuestro gobierno son in 

teligentes, oportunas y generadoras de confianza, escribió -

Jorge Díaz Serrano, el mismo día en que se conoció la denun-

cia de la Contraloría General que lo acusó de fraude por --

5,100 millones de pesos (19¡. 

En algunos aspectos de no poca importan-

cia el gobierno da la impresión de creer que el pueblo mexi-

cano es muy fácil de engañar. No de otra manera entiende que, 

(19) Francisco Ortiz Pinechetti, "Nadie puede impunemente a­
fectar deerchos individuales o colectivos", Proceso, 
Año 7, No. 348, 7 jul. 1983, p.p. 7 y 8. 



- 64 -

al tiempo de que se hable de renovación moral, se lleve a ca 

bo por el sistema y de sus hombres, la tenaz defensa de alg~ 

nos de los principales responsables de la crisis y saqueó de 

la nación. Y al mismo tiempo se menosprecia a la oposición -

aplicando aquello de "aqu! sólo mis chicharrones truenan" --

( 2 O) • 

El senador Roberto Casillas, que fue se-

cratario particular del expresidente José López Portillo 

dijo: "los bienes que tiene el expresidente por mis lujosos-

que los cr1:amos, no son más que los que corresponden a un se-

fiar que tuvo el más alto cargo de la Nación Mexicana" (21). 

En una entrevista que le hizo Javier Lo-

zada para El Sol de México, la sefiora Adato de Ibarra, decla 

ró: hay que llevarle la cara a la justicia (22). 

GASTOS PUBLICOS Y EMOLUMENTOS 

En el despunte del sexenio, los ingresos 

de los altos funcionarios públicos tend!an a la moderación.-

Un secretario de Estado ganarla 256,430 pesos, descontados -

los impustos y otras deducciones, se anunció oficialmente en 

diciembre de 1982. Siete meses después con la creación de 

una compensación no gravable y un bono de actuación, sus in-

gresos anuales suman 5 millones 725,714 pesos, obteniendo --

(20) Juan Manuel de la Mora, "No Sefior Presidente", Anaya, -
Editores, S.A., México 1983, p. 103. 

(21) IDEM, p. 106. 
(22) IDEM, p. 161. 
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mensualmente 685,000 pesos en promedio. 

Las citadas cifras tomadas de documentos 

oficiales preparados por la Dirección General de Administra-

ción de Personal del Gobierno Federal, comprueban que en 

las nóminas palaciegas todavía alienta el espíritu de César-

Garizurrieta, el desenvuelto político priísta que enseña que 

"vivir fuera del presupuesto es vivir en el error" (23). 

La partida de erogaciones imprevistas, -

libre de fiscalización y de uso discrecional, concebida por 

la SPP par~ un ejercicio de franca manga ancha estaba reser-

vada a lo~ secretarios de estado, clasificada con el n6mero 

8202 en el Manual de Corresponsabilidad en el Gasto Público, 

fue eliminada a partir de 1983. Pero con su desaparición s~ 

lo se cerró uno de los canales de fuga o desvío autorizado -

de recursos, subsistiendo otras que pueden servir para fines 

idénticos, como es el caso de las partidas 3806 y 3807 del -

Manual de Clasificación por Objeto del Gasto (24). 

POLICIA Y CORRUPCION 

Ante la inseguridad en que se vive hoy -

en día en la Ciudad de México, el Regente se refiere al pro-

blema como uno de los que requiere mas atención de las auto-

ridades. Y, al al.udir a las condiciones actuales del cuerpo 

policiaco de la ciudad es categórico: "Se trata de un cuer-

(23) Osear Hinojosa, "Proceso" No. 352, lo. ago. 1983, pp. 
16,17. 

(24) osear Hinojosa, "Proceso" No. 371, 12 dic. 1983, p. 11 
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po desorganizado con un alto índice de corrupción, equipo ma 

lo y deteriorado, al igual que insuficiente, e insuficiente-

número de elementos en relación con la magnitud de la ciu---

dad" ( 25) • 

Mota Sánchez señaló que la seguridad de 

la ciudadanía requiere de un cuerpo policial debidamente en-

trenado y con equipos modernos de operación. Es posible lo-

grarlo a través de la institución de la carrera policial, --

sustentada en un establecimiento educativo, la Academia de -

Policía. Destacó, que existía corrupción en todos los nive-

les. Actualmente se ha logrado controlar este fenómeno en -

áreas importantes de todos los niveles, pero aún se requie--

ren grandes esfuerzos para atacar sectores localizados que -

presentan gran resistencia al cambio y formas nuevas de ex-

torsión que aparecen cada día para neutralizarla. Los pres~ 

puestos de la Dirección de Policía se ejercían sin control -

estiicto, particularmente en el área de personal. A partir-

de 1983 se lleva una contabilidad pormenorizada de ingresos-

y egresos (26) 

ACCIONES ADMINISTRATIVAS 

Al clausurar los trabajos del Seminario-

(25) "La policia desorganizada, corrupta y con equipo malo", 
Proceso, No. 361, 3 oct. 1983, p. 10. 

(26) "Entrevista al General Ramón Mota Sánchez", Proceso, -­
No. 367, 14 nov. 1983, p. 11. 
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sobre el Marco Jurídico y Administrativo de la Renovación M2 

ral, celebrado en el Centro SCOP el año pasado, el ingeniero 

Rodolfo Félix Valdes, comentó que este tipo de actos son ba 

se fundamental para lograr un México diferente. Expresó su -

confianza en que los servidores públicos participantes en el 

evento obtengan el máximo provecho y los exhortó a seguir 

dignamente la política presidencial para convertirse en ver-

dadero ejemplo ante otras depencias (27}. 

El licenciado Pichardo Pagaza, Subsecre-

tario 'A' de la Contraloría General de la Federación y Presi 

dente del Instituto Nacional de Administración Pública, des-

tacó que los seminarios sobre los diversos aspectos de la re 

novación moral, son un importante punto en la tarea de actua 

lizar y capacitar a los funcionarios del servicio público fe 

deral ( 2 8) • 

(27) Información, Organo Oficial de ls SCT, No. 4, Junio-Ju­
lio 83, p. 8. 

(28) Idem, p. 9. 
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II. IMPACTO SOCIOLOGICO EN LA OPINION PU 

BLICA 

II.1. OPINION PUBLICA COMO CONDICION DE-

LA UNIDAD NACIONAL 

La importancia política de la opinión p~ 

blica aparece con la sociedad civil, con la difusión del sa­

ber leer y escribir y el desarrollo de la imprenta y espe--­

cialmente de la prensa. Es entonces cuando la opinión públi­

ca adquiere el matiz de crítica científica. 

Mercier de la Rivier seguidor de la es-­

cuela fisiocrática, a la cual se debe la doctrina de la opi­

nion publique, se valió de ella para defender en 1767 al ab­

solutismo, al de~ir que también en esta forma de gobierno -­

quien manda no es en realidad el rey, sino el pueblo por me­

dio de la opinión pública. 

Rermann Heller, sólo considera verdadera 

la opinión pública, cuando ésta reviste el carácter de mani­

festación de la voluntad política, aunque sólo sea mediata.­

La importancia de la opinión pública para la unidad estatal­

es tanto myor cuanto más precisa y comprensivamente se haya 

condensado en juicios políticos firmes y a menudo indiscuti­

dos. Así pues mediante la aprobación o desaprobación de la -
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opinión pública, se aseguran aquellas reglas convencionales-

que son la base de la conexión social y de la unidad estatal. 

En lo concerniente a la unidad estatal,-

la opinión pública también cumple una función de legitima---

ción de la autoridad y del orden por ella garantizado, ya --

que todo poder, debe preocuparse por aparecer como jurídico-

por lo menos para la opinión que públicamente se expresa. 

La prensa se ha considerado como el más-

influyente portavoz de opinión pública. Sin embargo, no hay-

que exager sus influjo, sin duda poderoso en la formación de 

la opinión pública, pues en tiempos próximos a nosotros los-

grandes movimientos políticos no contaban con el apoyo de -

una importante prensa y sostenían con éxito su lucha valién-

do se de discursos, hojas, etc. (29) • En la actualidad, la r~ 
1 

dio y la televisión, desplazan a la prensa y sin duda desem-

peñan el papel más importante en la formación de la opinión-

pública, 

II.2. OPINION PUBLICA NACIONAL 

A continuación, estableceremos algunos -

de los criterios de la opinión pública, que consideramos di.2_ 

nos de mencionar, para ejemplificar el sentir de lo que pú--

( 29' Hermann Heller, "Teoría del Estado", Fondo de Cultura -
Económica, México 1977, p. 196. 
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blicamente se expresa en relación de la renovación moral 

puesta en marcha por el actual régimen de gobierno, y de sus 

logros al respecto. 

RENOVACION MORAL 

Antonio Saint Exupery en su obra Tierra-

de Hombres afirma:Ser hombre es ser precisamente responsable. 

Es conocer la verguüenza frente a una infelicidad que no par~ 

cía depender de uno. Es estar orgullosos de una victoria que 

los compañeros han llamado. Es sentir que al depositar su •-

piedra, se contribuye a constituir el mundo. Ser responsable 

es cumplir con los deberes morales para con la sociedad y p~ 

ra con uno, es ser hombre cabal y tratar de ser un hombre ín 

tegro. 

La renovación moral supone esencialmente, 

la renovación de nuestras costumbres para acata~ para cum---

plir con los deberes morales. Pero para que exista una verd~ 

dera renovación moral, se requiere de una auténtica libertad, 

meta del gobierno del Presidente Miguel de la Madrid (30). 

Más que de renovación moral de la sacie-

dad, que supone un cambio de estructura de las relaciones hu 

manas en su totalidad, el nuevo régimen debería hablar de re 

adecuación o depuración de una moral, de un tipo de morali--

{30) "Renovación Moral, Integral y Jurídica", Juan Gonz&lez, 
A. ALpuche, Excelsior, No. 24,346, 16 ene. 1984, p. 4A. 
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dad ya existente en la sociedad mexicana. Miguel de la Ma--

drid niega categóricamente que la corrupción es lubricante -

del sistema. Sin embargo, el actual sistema de poder se for-

mó, se consolidó y hasta el momento se ha mantenido, tiendo-

como ingredientes comportamientos punibles y viciados (31). 

Por lo que toca a la renovación moral --

dentro de la administración, no se oculta señor presidente,-

que es ese un camino por el cual podría usted quedar en nue~ 

tra historia como uno de los más grandes jefes de estados --

que haya tenido la nación. Pero para ello, señor presidente-

tendría usted, recordando a Aristóteles, ser más amigo de la 

verdad que de Platón. El hecho de haber encarcelado a diver-

sos políticos no es definitivo, por que así comenzó el pasa-

do sexenio y todos sabemos como terminó. La acción emprendi-

da contra Díaz Serrano marca una buena pauta, pero no crea -

usted, que con eso será suficiente para convencer de que el-

sistema se ha vuelto de pronto moral y honrado ( 3 2) • 

Lejos de renovar y revolucionar al PRI,-

como era el propósito que expresó Miguel de la Madrid, este-

se ha convertido en aliado del viejo estilo de hacer políti-

ca: la imposición de candidatos, el acarreo, la alquimia --

electoral y el padre de todos los vicios, el tapadismo (33). 

(31) "Renovaci~n moral en la corrupción", Guillermo Villase­
ñor, Proceso, No. 322, p. 34 

(32) Juan Miguel de la Mora, Op. cit., pp, 12 y 13. 
(33) "La Renovación Moral del PRI", Elías Chavez, Proceso,-­

No. 369, 28 nov. 1983, p. 14 
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JUSTICIA 

De la élite, la crema de la crema son --

los políticos presos por acusaciones de corrupción. Los ---

guardianes y funcionarios menores, así como los presos de ba 

ja extracción social, experimentan hacia ellos un respeto 

infinito. Por ejemplo, los empleados de recepción y relaci~ 

nes públicas del Reclusorio Sur se refieren al exdirector de 

PEMEX, Jorge Díaz Serrano, llamándolo el "señor ingeniero". 

En el Reclusorio Norte, Efraín Niembro -

Carse, exfuncionario de Agricultura a quien se acusa de ha--

ber robado varios miles de millones de pesos, pasa la mayor-

parte del tiempo no en su celda sino en un cómodo baño. En 

tanto los defraudadores comunes y corrientes y los narcotra-

ficantes pagan elevadas sumas para que se les permita usar -

el cuarto. 

Así pues, a estos reclusos les indigna -

que a ellos los tengan en la cárcel mientras una legíon de -

políticos delincuentes como ellos gozan de plena libertad p~ 

ra derrochar. lPorqué se les castiga a ellos y a los otros-

no? Pero en el terreno jurídico, lo malo no es que sólo 

unos cuantos estén en la cárcel, sino que a los demás se les 

haya concedio la impunidad por razones políticas (34). 

A fines de marzo de 1983 la Secretaría ~ 

(~4) "COMO VIVEN y COMO PIENSAN LOS POLITICOS PRESOS", Mary­
Lou Dabdoub, Contenido, Revisia Mensual, Nov. 83, No. 
246, Editorial Contenido, S.A., p. 93 y 94. 
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de la Controlaría General de la Federación presentó denuncia 

contra la exdiputada federal Lidia Camarena Adame y otros --

funcionarios de Productos Pesqueros Mexicanos, la Procuradu-

r!a General de la Rep6blica consignó penalmente a los acusa-

dos como presuntos responsables de fraude, falsificación de 

documentos y uso de ellos en perjuicio de esa empresa parae~ 

tata! (35). 

PODER JUDICIAL 

Sumido en la corrupción, el Poder Judi--

cial act6a más en función de intereses políticos o económi--

cos que por afanes de justicia, haciendo impensable la reno-

vación moral de la sociedad mexicana. Representantes sindi 

cales del propio Poder Judicial, asociaciones de abogados y 

litigantes independientes afirman que, mientras la adminis--

tración de la justicia se empobrece, las arbitrariedades y -

violaciones a las garantías individuales se multiplican. 

El penalista Adolfo Aguilar y Quevedo, 

expresidente de la Barra Mexicana Colegio de Abogados, opina 

que aunque las leyes sean hermosas y expresen los más altos-

valores de la equidad, no son aplicables si hay una deficien 

te administración de la justicia, y se destaca: "Menos de -

la cuarta parte de un centavo de cada peso del gasto público 

se destina a la impartición de la justicia. L·'JS bajos suel-

(35) "EL ANTEPROYECTO DEL CODIGO PENAL", Gerardo Garza e Ig­
nacio Rarnírez, Proceso, Año 7, No. 357, 5 sep. 1983, 
p. 10. 
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dos obligan a la corrupción de los ministros. Hay una dis--

persión de los locales administrativos de la justicia, míen-

trás que la burocracia se agiganta hasta el absurdo y se ha-

ce más rudimentaria" (36). 

LEGISLACION 

Tal como está organizado en sus funcio--

nes, el Congreso de la Unión es incapaz de estudiar, anali--

zar y dictaminar con seriedad el aluvión de iniciativas que-

reforman y adicionan la legislación vigente o que crean nue-

vas disposiciones legales. Alud de iniciativas para la may~ 

ría priísta que no pueden quedarse sin dictaminar porque vi-

ven del Presidente, el jefe nato de su servicio. "Es como -

un descontón" al Congreso", avalancha que rebasa la capaci--

dad de análisis de los legisladores (27). 

De atracador, violatorio de los derechos 

humanos y protector de los intereses de la clase dominante -

fue calificado el anteproyecto del nuevo Código Penal, en su 

versión preliminar, por el jurisconsulto Raúl Cervantes Ahu-

mada, director de Estudios de Postgrado de la Facultad de De 

recho de la UNAM. La nueva versión, dijo, no corrige esas -

fallas del código Penal vigente. Es necesario hacer uno más 

flexible, más social y más protector de las grandes mayorías. 

(36) "SUJETO AL EJECUTIVO Y DEPENDIENTE DE LO ECONOMICO, EL­
PODER JUDICIAL~, Fernando Ortega, Proceso, afio 7, No. -
337, p. 6. 

(37) "IMPOSIBLE DICTAMINhR CON SERIEDAD EL ALUD DE INICIATI­
vas', Proceso, Afio 7, No. 321, 27 dic. 1982, p. 18. 
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Es increíble que estarnos actuando contr~ 

riamente a la Declaración Universal de los~Derechos Humanos, 

remarca Cervantes Ahumada (3 8) . 

CONFIANZA EN EL ACTUAL REGIMEN 

Sea administrativa, política o sólo his-

tórica, es indudable la responsabilidad del Secretario de Ha 

cienda, Jesús Silva Herzog, y el regente de la Ciudad de Mé-

xico, Ramón Aguirre Velázquez, en el desastroso manejo de la 

economía nacional en 1982, que se tradujo en cuenta pública-

cargada de evidencias, de reporte, indisciplinas y deshones-

tidad administrativa, según dictaminó la Cámara de Diputados. 

Ambos ocuparon puestos decisivos en el último año de la adml 

nistración de José López Portillo, eran cabezas del gabinete 

económico en el año del desastre (39). 

Resulta paradójico que el gobierno, y en 

especial el Presidente, se han acreditado ante el pueblo, ya 

que la gente empieza a reconocerles mérito a las políticas -

aplicadas para luchar contra la crisis, y sin embargo el ré-

gimen no parece incrementar su prestigio. En la capital, un 

factor que según las cifras contribuye a minar g~avernente la 

credibilidad del sistema es el poco éxito alcanzado en los -

primeros diez meses del actual sexenio (40). 

(38) "El Anteproyecto del Codigo Penal", Gerardo Garza, Pr2 
ceso, 5 sep. 1983, p. 10. 

(39) "Los Responsables con JLP del desastre económico, enea 
bezan el actual régimen", Proceso, No. 371, p. B. -

(40) "Reveladora encuesta", Contenido, Nov. 1983, No. 246,­
P. 37. 

'' 

-_,I' 
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La mayoría de la gente parece estar lle-

gando a la conclusión de que el país no se hundirá, lo cual 

es un alivio pero plantea nuevos problemas: habrá que traba 

jar muy duramente nada más para salir del pantano; y el &xi-

to de tal esfuerzo dependerá siempre de los aciertos o erro-

res de un equipo gobernante que parece irremplazable (41). 

Los mexicanos no somos tan tontos como -

nos hacen. Comparando las cifras de marzo y septiembre, suE 

ge que a pesar de decisiones adversas Miguel de la Madrid si 

ha ganado cierta popularidad, pero no así el régimen, que 

apenas logra despistar a los grupos de nivel cultural más ba 

jo (42). 

La clase media es la más descreída, pero 

no por pesimismo congénito sino por experiencia. En la may~ 

ría de los casos, no ttse nacett sino que uno "se hace" clase-

media, subiendo modestamente en la escala social a fuerza de 

estudio, trabajo y sacrificios. Para después vivir en cons-

tante peligro de ser despojado por las políticas erróneas y 

corrompidas del gobierno. ¿cómo creer en un régimen que ca~ 

tiga la superación personal, se empeña en nivelar para abajo 

y sólo se compadece de los que viven de dádivas? 

(41) 
(42) 

(43) 

IDEM, ttReveladora encuesta", Contenido, p. 40 
"Nuestros lectores opinan", Tulio G. Rivera, Contenido, 
Dic. 1983, No. 247, p. 8 
IDEM, p. 8 
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En la carta abierta cargada de esperanza 

que Juan Manuel de la Mora dirige como prólogo a su libro, -

señala: "Esto nos dió LÓpez Portillo; pero de ahora en ade--

lante, señor Presidente, serán sus actos y los de sus colabo 

radares los que tendrán la Última palabra, sólo por ellos p~ 

aremos juzgar si hay o no cambio". Pues bien, la verdad sea 

dicha, salvo algunos casos hasta ahora hemos visto el cambio 

de los ~ombres, mas no de los procedimientos, abusos y vi-

cios que han caracterizado al sistema (44). 

En general para todos los ciudadanos, la 

restructuración, modernización y moralización dela policia -

serán posibles en la medida en que se garantice la desapari-

ción de todos los cuerpos policiales y paramilitares que toda 

vía operan al margen de la Constitución, tal es el caso de -

la Dirección Federal de Seguridad a la cabeza de ellas, que 

frecuentemente incurría en violaciones de los Derechos Huma-

nos, sino otro sustento que el Reglamento Interior de la se-

cretaría de Gobernación. Por lo que la dignificación policial-

sólo quedo en la desaparición de la División de Investigaci~ 

nes para la Prevención de la Delincuencia (DIPD), decretada-

sobre la aceptación de que se trataba de un organismo anti--

constitucional (45). 

(44) "No señor Presidente, Juan Miguel de la Mora, Op. cit. 
p. 11. 

(45) "Sobreviven cuerpos corruptos", Miguel Cabildo, Proceso, 
Año 7, No. 327, 7 feb. 1983., p. 22. 
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Con absoluta impunidad, Arturo Durazo Mo 

reno convirtió a la Dirección General de Policia y Tránsito-

en una organización delictiva, en la que implantó desde el 

terror hasta el tráfico de estup.efacientes. Y cobijó la tra 

ta de blancas, el fraude, el contrabando, la extorsión, el -

robo, la violación, el nepotismo, las vendetas, las torturas 

y la muerte (46). 

La función de la policia es preventiva.-

Empero, aunque constitucionalmente nadie puede ser detenido-

sin orden judicial, aquí se detiene a cualquiera por la más-

mínima infracción de tránsito, independientemente del abuso 

de autoridad. Ramón Lugo, al referirse a esta cuestión, co~ 

cluye que la policia no debe tener facultades para aprehen--

der a nadie que haya violado su reglamento, salvo que la ley 

disponga que tal o cual conducta merece ser sancionada con -

arresto o multa, y que las normas reglament-arias no son muy-

apegadas al texto costitucional (47). 

CORRUPCION 

Como nación estamos avergonzados del pa-

sado, de esta larga corrupción. Cuando se leen los comenta-

rios despectivos de la prensa extranjera, y no porque ellos-

(46) "Durazo hizo de la Policia una organización criminal",­
Ignacio Ramirez, Proceso, No. 360, 16 sept. 83, p. 15. 

(47) "Sólo cambios formales en una Policía abusiva", Miguel­
Cabildo, Proceso, No. 367, 14 nov. 1983, p. 9. 



- 79 -

sean santos, sobre la corrupción mexicana, se siente el ar--

dor de lo humillante. Comenzó en grande con Miguel Alemán y-

llegó a los niveles absurdos del sexenio pasado. La corrup--

ción , desde entonces~ se hundió, se generalizó, absorbiendo 

a la nación (48). 

Para tener control absoluto del Presu---

puesto que ya el Negro manejaba íntegramente, pues el profe-

sor Hank Gonzalez se lo había entregado por órdenes de López 

Portillo, su secretario particular, el profesor Molina, le -

sugirió obtener legalmente el aval de la Contraloría General 

del DDF, ?ara lo cual fue necesario remover al contralor ge-

neral, Salvador Mondragón Rodríguez, y poner en su lugar al-

subcontralor, Jaime Porter Samanillo (49). 

Al hablar de corrupción es ineludible --

aceptar una verdad amarga y dolorosa: La corrupción ha pene-

trado tan a fondo en la sociedad mexicana que en ninguna ca-

pa social se esta libre de ella, México esta sumergido en la 

corrupción total, se pueden encontrar individuos honrados, -

pero no sectores, no grupos sociales (50). 

EMOLUMENTOS 

El presupuesto de 1984 explica que los -

cambios en las remuneraciones en relación con las del año --

(48) "El futuro ante el espejo", Enrique Meza, Proceso, Año-
7, No. 3 5 7, 5 sept. 198 3, p. B • 

~9) Jos& Gonzilez G., "Lo Negro del Negro Durazo", p. 85. 

(50) Juan Manuel de la Mora, Ob. cit., p. 75. 
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precedente, se originan tanto en la retabulación de algunos-

de los puestos intermedios, como en la actualización de las-

mismas. La transparencia en el pago y la uniformidad de que-

se ha observado a partir de la implantación del tabulador, -

ha permitido que los responsables en las dependencias y enti 

dades de la Administración Pública Federal, incluyendo a los 

directores de la Banca Nacionalizada y de la oficial, obser 

ven uno de los principios fundamentales de la renovación mo-

re (51). 

DESEMPLEO E INFLACION 

En 1984 se defenderá el nivel de la vida 

de la mayoría de los mexicanos al abatirse la inflación y --

conservarse el empleo. El poder adquisitivo de los salarios-

ya no seguirá deteriorándose. La reorientación del gasto pú-

blico, dentro de los estrictos límites de austeridad, otorga 

prioridad a la atención y mantenimiento de los servicios so-

ciales, en particular la educación y la salud de los mexica-

nos. 

Además de acuerdo al resumen de trabajo-

realizado por Diemex-Wharton: La elevada tasa de desempleo -

que desafortunadamen~e se requiere en este sexenio, es el re 

sultado directo de la muy baja que se logro durante el auge-

impulsado por exceso de demanda pública y privada, basada a-

(51) "Los aumentos a los altos funcionarios", Osear Hinojosa, 
Proceso, Año 8, No. 369, 28 nov. 1993, p.7. 
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su vez en la exportación petrolera y el endeudamiento exter-

no (52). 

JOSE LOPEZ PORTILLO 

Me parece que el destierro y el olvido -

son demasiado benévolos como castigo para José López Porti--

!lo, hombre que defraudó la confianza de México, que mal ad-

ministró y saqueó a la nación. En mi opinión ese hombre se 

merce un juicio parecido al de Jorge Díaz serrano. lO será -

que en México el perdón presidencial es la pena máxima para-

un expresidente sin vergüenza e irresponsable (53). 

La primera vez que López Portillo escu--

chaba imitaciones de ladridos en Madrid, tuvo lugar el día -

de su llegada a la capital española, cuando lo descubrieron-

en el aeropuerto madrileño turistas mexicanos. En cambio, en 

distintas oportunidades ha conseguido presentarse en público 

sin sufrir agresiones. Aunque, por otra parte en Alemania, -

han aparecido notas sobre Der HÜgel des Hundes, mientras que 

en Italia, nadie parece conocer la existencia de la Collina-

de!Cane (54). 

JORGE DIAZ SERRANO 

Díaz Serrano, calumniado e injuriado e~ 

mo quiza ningún otro hombre en nuestra historia, fue el me--

jor director de .PEMEX que registra la existencia de ese org~ 

(52) Osear Hinojosa, Proceso, No. 369, p. 8 
(53) Celestino V&zquez, "Nuestros lectores Opinan", Conteni­

do, No. 246, Nov, 83, p. 10. 
(54) "Como Vive L6pez Portillo", Suplemento, contenido, No.-

247, pp, IV y VII. 
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nismo, y uno de los mexica~os que más han hecho por la pros-

peridad de su país, aunque para concluir su obra se haya --

tropezado con la torpeza, la avilantez, la rapacidad y los go~ 

pes bajos de los malos administardorse en cuyas manos se des 

vanecia la enorme riqueza que supo aportar a M•xico (SS). 

Decisivos en la biografía pública del 

ingeniero Dáiz Serrano, fueron los cuatro años seis meses y­
' 

siete días que el entonces senador sonorense permaneció al -

frente de PEMEX que dejaron huella de profundas contradicci~ 

nes, tropiezos y errores del elevado costo económico, polítl 

co y social que aún resiente el país. Un sospecho incendio -

septiembre de 1982, consumió cientos de miles de documentos-

presumiblemente comprometedores, a pasar de ello, subsisten-

diversos testimonios que permiten reconstruir la turbia ges-

tión de Jorge Díaz Serrano (56). 

ARTURO DURAZO MORENO 

En los inicios de la campaña que como --

candidato a la presidencia llevaba a cabo López Portillo en-

el año de l97S, el responsable de su seguridad personal era-

Arturo Durazo. Ya entonces personas cercanas al que fuera --

presidente le informaron que corría fama y que existían pru! 

bas de que Durazo era un destacado narcotaficante. Se le ha 

(55) "NO faltaron quienes hoy alabaran al Indiciado", Marga­
rita Michelena, Proceso, No. 348, $ jul.83, p.10. 

(56) "Cuando el silencio no basta", Proceso, Año 7, No. 348, 
p.12. 
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bló de la inconveniencia de que tal hombre fuera de la con-

fianza y depositario de parte del poder. López Portillo di-

jo que reflexionaría sobre el asunto, y lo nombro Jefe de la 

Dirección General de Policia y Tránsito (57). 

Los ciudadanos comunes y corrientes, vi-

vimos seis años a merced de una policia que por presiones de 

Durazo se convirtió en una banda de ladrones. Quien fungía-

como responsable de la seguridad de la capi~al era un conota 

do gángster, un hombre con insaciable sed de dinero y de po-

der (58). 

El Negro aconsejado por sus más cercanos 

colaboradores, se puso en contaato con Salvador Martínez Ro-

jas, presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien da-

do su poco carácter y los intereses que lo ligaban con el Je 

fe de la Policía, accedió de muy buena gana a otorgarle el -

Título de Doctor Honoris Causa, Acto que se llevó a cabo en-

febrero de 1982 en los salones del Tribunal (59) . 

Con posteridad, se leyó en la revista --

Quehacer Político: "El Negro huye de la Ley y busca otra na-

cionalidad". 

(57) José González G., Ob. cit., p. 13. 
(58) IDEM, p. 
(59) IDEM, p. 93 
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I. EL ORDEN JURIDICO 

I.l. CONCEPTO DE ORDEN JURIDICO 

El maestro Rafael de Pina define al or--

den jurídico como un conjunto sistemático de normas que cons 

tituyen la totalidad del dercho positivo vigente en un deter 

minado país (60). Concepto diferente al de oreden legal y al 

de oredn público. El primero de ellos se re~iere a la situa-

ción jurídica general creada por un conjunto de las normas -

constitutivas del derecho positivo; en tanto, el orden públl 

co contempla el estado o situación social derivada del resp~· 

to a la legalidad establecida por el legislador. 

Por esta razón, cuando se dice que tal o 

cual ley es de orden público, se ignora o se olvida que to-~ 

das las leyes son de orden público, por que todas ellas tie-

nen como fin principal el mantenimiento de la paz con justi-

cia, que persigue el derecho. 

El orden público se perturba cuando el -

derecho no es respetado. A efecto de comprender el sentido -

de lo anteriormente enunciado, haremos alusión a la célebre-

frase del estadista mexicano don Benito Juárez que dijo: ---

"El respeto al dercho ajeno es la paz". 

( 60) DICCIONARIO DE DERCHO, Rafael de Pina, Editorrial Po 
rrúa, S.A., México 1976, p. 293. 
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En su obra Teoría Pura del Derecho, Hans­

Kelsen señala que el derecho es orden de la conducta humana. 

Un orden entendido como sistema de normas cuya unidad ha si­

do constituida en cuanto todas tienen el mismo fundamneto de 

validez, una norma fundante de la cual deriva la validez de­

todas las noramas pertenecientes al orden. 

Continúa manifestando que los órdenes ju­

rídicos modernos sólo regulan la conducta del hombre, y no -

la de los animales, las plantas u objetos inanimados, en --­

cuanto dirigen sanciones sólo contra aquéllos,· pero no con-­

tra éstos. El comportamiento puede consistir en una acción -

positiva, o en una omisión negativa; pero en la medida en -­

que el orden jurídico es un sistema social, sólo regula pos~ 

tivamente la conducta del hombre en tanto se refiere, media­

ta o inmediatamente, a otro hombre. 

I.2~ LEYES HISTORICAS Y EL ORDEN JURIDICO 

La pluralidad de los hombres, con su plu­

ralidad de voluntades libres vive en el tiempo y habita en -

el espacio. Del pasado histórico del hombre vienen sus con~~ 

flictos y riquezas, ignorarlo implica no poner en claro su -

problema presente. 

Es importante la coordinación entre el -­

plantel demográfico, la organización económica y la constit~ 
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ción del Estado. Cuando no existe, y por ejemplo, se preten-

de imponer un régimen de Estado poderoso a una población ru-

ral que·mantiene sus características como tal, se rompen las 

ligaduras históricas y fracasa la tentativa del legislador.-

Esto no significa que exista un determinismo histórico, sino 

que precisamente por ser libres los hombres defienden aquel-

régimen de vida que mejor se ajusta a sus exigencias en un -

momento dado; y el legislador que contraría ese reclamo de -

los hombres debe fracasar én su intento, si no sabe condu--

cir al pueblo (61). 

El principio anteriormente enunciado es-

revelador de la relación permanete entre urbanismo, gran in-

dustria y Estado. Y se refiere, corno ley histórica que es, a 

una serie de realidades oriundas del hombre libre. Se trata-

pues de realidades políticas y económicas que podemos refe--

rir a valores políticos y económicos con una significación -

cultural. 

Ernesto Corbellini considera a las leyes 

jurídicas que se proponen fines determinados como aconteci--

mientes históricos. En su calidad como tales, deben acornodaE 

se a las leyes históricas para tener verdadera vigencia. El-

sólo hecho de que se dicten leyes jurídicas que se proponen­

fines determinados, o bien, destinadas a regir el futuro, es 

(61) REVISTA DE LA ESCUELA NACIOAL DE JURISPRUDENCIA, Corbe 
llini Ernesto, Tomo IX, No. 35-36, Jul~dic 1947, Méxi~ 
co 1 D.F., p. 209. 



- 88 -

revelador de la confianza del soberano en la posibilidad de-

ajustar la conducta de los hombres a relaciones durables. --

Mientras la ley continue disfrutando de vigencia la relación 

establecida será invariable. Si la libertad sólo admitiera -

relaciones variables, el pasado no podría dar leyes al pre--

sente, no existirían normas preestablecidas, ni derechos ad-

quiridos. Todo conflicto deberá ser resuelto en el presente-

de acuerdo con normas nacidas ex post facto, que regularían-

retroactivamente el caso planteado con anterioridad a la sen 

tencia. El juez aniquilaría al legislador, y la norma indivi 

dualizada devoraría a toda otra norma (62 ). 

I.3. TESIS SOBRE LA ESTRUCTURA DE LOS --

ORDENES NORMATIVOS 

Hans Barth expuso la tesis sobre la es--

tructura de los órdenes normativos en el capítulo Vll del li 

bro Die Idee der Ordnung. Beitrage zur einer politischen 

Philosophie. Asierta categóricamente en que el concepto or--

den es el central de la filosofía del Estado, pues nadie du-

da de que todas las estructuras sociales, desde la más pequ~ 

ña hasta las mayores, se encuentran ordenadas. La realiza---

ción y el cumplimiento de lo que tiene s'entido rebasa el mar-

(62) Barth Hans, Die Idee der Ordnung. Beitrage zur einer -
politischen Philosophie, p. 213. 



- 99 -

co de lo puramente subjetivo y personal, comprometen al pró-

jimo y lo hacen participante. Y, en la medida de que sean --

formadores de la comunidad, fundan, necesaria y originaria--

mente, un orden (63). Esto puede predicarse no sólo de las~ 

corporaciones de derecho privado o público, sino de cual--~-

quier grupo instituido para el logro de fines, pues todos --

ellos adoptan siempre, de acuerdo con sus intereses e inten-

cienes, una estructura ordenadora. 

Barth-pretende esclacer si lo que llama-

mos orden tiene o no una estructura peculiar. Según el maes-

tro García Maynez, es indudable que el concepto no puede --~ 

aplicarse del mismo modo y con igual sentido en todos los --

círculos o ámbitos vitales, a la familia o ~ un grupo de 

amigos, a las clases y a las iglesias, a los Estados o a la-

humanidad entera. En otras palabras, para Barth, si un orden 

- persigue tales o cuales propósitos y desea realizarlos, debe 

de estar dotado de instrumentos que hagan posible tal tarea. 

Es entonces, cuando hay una lógica de orden, a la que perte-

necen los instrumentos institucionales que sirven a.lo largo 

de las miras del sujeto ordenador. 

Por tanto, lo que convierte en unidad a-

una pluralidad de seres humanos es el orden que los organi--

za. Aún cuando todo orden es violable y depende de nuestro -

(63) Cossio Carlos, La Naturaleza Cambiante de la Experien­
cia Jurídica, p. 275. 
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albedrío, nunca puede ser arbitrario. Su vigencia está condi 

cionada por el reconocimiento de que él hagan los sometidos­

ª su imperio y no es jamás producto de un necesidad natural. 

El orden surge de la naturaleza de las cosas, pero lo que -­

tal aparece es algo que el individuo tiene que convertir en­

objeto de su rendimiento y de su esfuerzo. 

Señala este autor: en todo orden adviér­

tese el juego de tres elementos que representan la 16gica -­

del mismo. En primer lugar la un:t.dad espiritual, cuyas cond_! 

ciones son el consenso y la lealtad; en segundo término un -

conjunto ce sanciones; y por último, la institución de la -­

instancia. 

La lógica del o~den no implica una deci­

sión en pro o en contra de determinada institución política. 

Insiste, igualmente en que el problema se presenta sea cual­

fuere la forma del Estado, y en que ser!a erróneo creer que­

cualquiera de los elementos que ennumera puede ser descuid~ 

do en provecho de los otros o de alguno de ellos. No niega -

que ciertos autores atribuyen una importancia decisiva a uno 

de esos elementos olvidándose de los otros, o relegándolos a 

un plano secundario. Juan Jacobo Rousseau, con peligrosa --­

exclusividad concertó su interés en el problema del consenso 

como adhesión o asentimiento. 

I.4. PLENITUD DEL ORDEN JURIDICO 
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Con los. racionalistas del siglo XVIII, -

aparece en el mundo intelectual la teoría de la Plenitud del 

Orden Jurídico, que supone la plenitud y perfección de la --

ley escrita considerando a ~sta tomo una revelación completa 

y perfecta del derecho. 

Porfirio Marquet Santillán se declara --

partidario de esta teoría y considera que encaja perfectame~ 

te en el ordenamiento jurídico de nuestro país. Por lo que en 

base a diversos postulados de la misma pretende demostrar la 

presencia y la validez de esta tesis en nuestro régimen jur1 

dico (64). 

Partiendo de la base de que el derecho -

es una estructura totalizadora que considera la pluralidad -

como unidad. Cossio afirma que ningún caso jurídico cae fue-

ra del todo, ya que si así fuese, el todo ya no sería tal --

todo. En este punto recurre a la teoría de la pirámide jurí-

dica, según la cual las normas positivas no tienen el mismo-

rango entre sí, a pesar de que pertenecen a un mismo ordena-

miento jurídico; están jerarquizadas en forma piramidal. De~ 

de las normas constitucionales, que son las de mayor catego-

r1a, se desciende por sucesivaa estrados de normas de rango-

cada vez mas subordinado: de la Constitución a leyes y regl~ 

(64) FORO DE MEXICO, ªLa Plenitud del Orden Jurídico", Mar­
quet Santillán Porfirio, No. 69, 1º dic. 1958, México, 
D.F. 1 p. 57. 
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mentos, a circulares, acuerdos, estatutos, contratos colecti 

vos, etc., hasta penetrar en los estratos de normas indivi~ 

duales como sentecias, resoluciones administrativas y nego-

cios jurídicos (65). 

La nocióm de ordenamiento jurídico con--

siste en esa estructura totalizadora, dada por la norma fun-

damental a que se refiere la Teoría Pura del Derecho dicien-

do que vale dogmáticamente porque por encima de ella no exis 

te ninguna otra norma, es previa a la existencia de normas -

positivas e independiente de la cantidad empírica de éstas.-

Pero siendo esta noción una estructura lógica, resulta que -

después de todo lo dicho, no se ha precisado de qué es es---

tructura. A lo cual Cossio responde diciendo sencillamante:-

La estructura totalizadora de que se trata, es una estructu-

ra de la conducta humana. Y la conducta, en tanto libertad -

fenoménica se desenvuelve sin impedimento hasta el instante-

mismo en que es interferida jurídicamente. A su juicio lo a~ 

terior explica y fundamenta suficientemente el postulado de-

"La Plenitud Hermética del Orden Jurídico Positivo". 

Marquet Santillán, considera que el pro-

blema debe plantearse de modo diferente y sustentarse en fun 

damentos distintos. Da gran importancia a la función primor-

dial del derecho y sotiene que esta consiste en brindar seg~ 

(65) FORO DE MEXICO, "La Plenitud del Orden Jurídico, Mar-­
quet Santillán Porfirio, No. 69, 1º die 1958, México,­
D.F., p. 60. 
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ridad, lo mismo en un régimen revolucionario como el nuestro, 

como en cualquier otro. Es verdad que el dercho debe realizar 

también la justicia, pues esta constituye su aspiración máxi-

ma y se considera como un valor superior a la seguridad. ---

Pero el cumplimiento del valor inferior, seguridad, condicio-

na la posibilidad de realizar el valor superior justicia. sa-

bemos que las normas positivas deben ser justas, pero si no -

lo son, no por eso dejen de ser lo que son: normas de derecho 

positivo. En cambio, si no hay seguridad, sino hay orden sen-

cillamente no habrá derecho. A este respecto, se disipa la --

confusión ~onceptual entre el deber lógico y el axiológico. -

El primero forma parte de la realidad, del ser y se encuentra 

objetivado en la ley. Y, el segundo es un ideal, una máxima -

aspiración, es una tendencia suprema que puede no ser ni lle-

gar a ser; pero vale, ha valido y siempre valdrá (66). 

(66) FORO DE MEXICO, La Blenitud del Orden Jurídico, Marquet­
Santillan, p. 61. 
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II. LA PAZ SOCIAL 

En relación con la denominación de paz -

social, cabe destacar que ésta involucra dos conceptos: El -

primero de ellos, paz, proviene de los vocablos latinos pax-

pacis e implica la virtud que pone en el ánimo tranquilidad-

y sosiego (67). La palabra social, se refiere a lo pertene--

ciente o relativo a la sociedad, o bien, a las contiendas --

entre unas y otras clases. 

~~continuación, procederemos a realizar-
"""--' 

un breve análisis de 1ersos conceptos que tienen una ínti-

ma relación con la existencia de la paz s0cial, que nos per-

mitiran comprender ampliamente el significado de ésta última. 

En principio consideramos al bien común, 

especie del bien general que implica un bien específico que-

abarca valores que no pueden ser realizados por un sólo indi 

viduo, tales como el orden de la propia actividad social, el de 

recho, la autoridad, el régimen político y a la propia paz -

social (68). Se trata de una noción compleja: como bien, se-

identifica con el bien de la naturaleza humana; como común,-

se refiere al acervo acumula·;;..> de valores. humanos. 

(67} Diccionario Enciclopédico Quillet, Tomo séptimo, Edito 
rial Argentina Aristides Quillet, Buenos Aires, lº feb. 
1960, p. 9. 

(68) Lecciones de Filosofía del Derecho, Rafael Preciado -­
Hernandez, Textos Universitarios, UNAM, México 1982, -
p. 199. 
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La justicia es el criterio que nos obli­

ga a dar al prójimo lo que se le debe conforme a las exigen­

cias ontológicas de su naturaleza, en orden a su subsisten-­

cía y perfeccionamiento individual y social. Criterio que ya 

encontramos implícito en la definición de Ulpiano que habla­

de car a cada quien lo suyo. 

Conforme al pensamiento de Platón, ~abe­

dividir la Justicia en individual y social. La justicia so-­

cial es el principio de armonía en la vida de relación, coor 

dina las acciones de los hombres entre sí como partes de un­

todo, la 3ociedad. A la vez ordena tales acciones al bien co 

mún e integra de este modo el orden social humano. Por otro­

lado, la justicia individual es ordenadora de los actos del­

hombre en función del bien personal. 

Desde luego que la justicia supone a la­

equidad, puesto que ésta última se refiere a la aplicación -

del derecho, que exige una particular prudencia en los jue-­

ces o encargados de interpretar la ley y de aplicarla al ca­

so concreto, tomando en cuenta las circunstancias particula­

res del mismo. 

Por último, la seguridad jurídica. En un 

sentido mas general, la seguridad es la garantía dada al in­

dividuo de que su persona, sus bienes y sus derechos no se-­

rán objeto de ataques violentos o que, si éstos llegaren a -

producirse, le serán asegurados por la sociedad, protección-
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y reparación (69). 

El concepto de seguridad jurídica supone 

a su vez las nociones de orden, eficacia y justicia. El or-­

den en cuanto plan general expresado por la legislación vi-­

gente. Más no cabe hablar de seguridad jurídica cuando se -

carece de un orden legal eficaz, es decir, que la legisla--­

ción no es observada por los particulares y no se cumple por 

parte de las autoridade~. En consecuencia, el orden legal -­

sólo merecerá el calificativo de jurídico y eficaz, cuando -

se funde en la justicia. 

No debe confundirse por ningún motivo la 

seguridad jurídica con la certeza jurídica. La primera repr~ 

senta el conjunto de condiciones sociales de carácter juríd! 

co que garantizan la situación personal de cada uno de los -

miembros de la comunidad. Mientras que, la certeza jurídica­

es un dato que en el fondo se reduce a un conocimiento, sa-­

ber a que atenerse. 

~~) Los Fines del Derecho, Delos, p. 77. 
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III. PRESERVACION DEL ORDEN JURIDICO Y -

DE LA PAZ SOCIAL 

Es conveniente puntualizar que Schwalm -

distingue dentro del orden natural lo que él llama el bien -

común desinteresado, que consiste en la conservación de la -

unidad social y de todo lo que a ella concurre, así como en­

la conservación y perfeccionamiento de todos y cada uno de -

los individuos por medio de la sociedad. El bien común impli 

ca el respeto eficaz de los derechos y libertades fundament~ 

les, en tanto que la función propia de la sociedad consiste­

precisamente en ayudar y elevar al hombre, no en hostilizar­

lo y envilecerlo. Luego entonces, el bien común no sólo apr~ 

vecha a todos sino que requiere un esfuerzo común. Es necesa 

rio pensar en un criterio que permita distribuir racionalmen 

te entre los hombres las cargas y beneficios que implica el­

bien común, Situación que se puede dar en un orden jurídico­

viqente donde exista tranquilidad y paz social. 

De acuerdo a la concepción medieval del­

derecho, Carlyle ha demostrado que el orden jurídico propor­

ciona la garantía de seguridad al individuo y a su propiedad, 

aún frente a los gobernantes. Seguridad que se refleja en la 

tranquilidad de la clase gobernada y que se traduce en paz -

social. 
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El jurista alemin Hans Kelsen, expresa -

en su Teoría Pura del Derecho que la seguridad colec~iva --­

aspira a la paz, puesto que la paz es ausencia del uso de la 

fuerza. La paz del derecho es relativa, en virtud de no ex-­

cluir el uso de la fuerza. Pero como orden jurídico que pre­

tende alcanzar la paz social, establece el monopolio de la -

coacción dentro de una comunidad pacífica, eliminado la ame­

naza de uso indiscriminado de la fuerza. De esta manera, el­

orden jurídico determina las condiciones bajo las cuales la­

coacción, como fuerza física debe ser ejercida por los indivi 

duos que deban hacerlo, protegiendo a los sujetos a él some­

tidos. En el instante en que esa protección alcanza cierta -

medida mínima se habla de seguridad colectiva, en cuanto es­

garantizada por el orden jurídico como orden social. 

Por ende, la prohibición de todo recurso 

a la fuerza se enlaza a actos coactivos como consecuencia,es 

decir, la circunstancia que determinada conducta humana sea­

convertida en condición de una sanción por encontrarse ésta­

jurídicamente prohibida, ya que la misma configura un acto -

antijurídico o delito. En el caso de la defensa legítima, -­

también denominada propia, el uso de la fuerza es limitado -

por el Estado en todo lo posible, sin excluirse enteramente. 

Para concluir con el presente capítulo,­

haremos notar que la renovación planteada por el actual régl 

roen de gobierno en los diferentes imbitos de la administra--
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ci6n p6blica, ha sido un medio eficaz para combatir los efec 

tos críticos de la situación que atraviesa el país. IClarol­

Es prematuro juzgar si dicha política continuará vigente en­

el futuro, logrando de igual manera resultados positivos y -

alentadores. Pero no cabe duda alguna al respecto, de que la 

misma ha coadyuvado a preservar el orden jurídico que en la­

actualidad resP,etan los miembros de la cuminidad y aplican­

las autoridades. Consecuentemente se ha conservado la tran-­

quilidad nacional, reflejo de la paz social que a la fecha -

existe. 
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e o N e L u s I o N E s 

PRIMERA.- La renovación moral de la so-­

ciedad es una noción compuesta, cuyo significado supone ha-­

cer volver a su estado inicial el conjunto de normas ~ue r! 

gen la conducta del hombre con Dios, consigo mismo y con la­

sociedad. 

Para nuestro presidente que postuló la -

renovación moral como tesis de su gobierno, ésta implica re­

forzar y vigorizar todo aquello que asegure la supeditación­

de los intereses particulares al interés general de la Rep~ 

blica y el cumplimiento del orden jurídico. De ahí la impor­

tancia de la convocatoria reflexiva formulada, en el sentido 

de consolidar esfuerzos apegándose a la realidad en benefi-­

cio del interés nacional; referendando nuestra fé en México­

y en nuestra confianza para resolver los problemas que nos -

agobian. 

Desde este particular punto de vista, la 

renovación moral planteada es válida. Pero si analizamos el­

concepto en función del principio que establece: en la clari 

dad de las ideas encontramos la precisión de los conceptos,­

la validez del mismo es objetable; ya que involucraría un -­

cambio de estructura de las relaciones humanas en su totali­

dad. Motivo por el cual el actual régimen de gobierno, más -
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que de renovación moral, debería hablar de reformulación, r~ 

adecuación o depuración de la moralidad ya existente en la -

sociedad mexicana. 

SEGUNDA.- Paradójicamente el gobierno, y 

en especial el presidente se han acreditado ante el pueblo.­

Sin embargo, la clase media que es la más descreída no se in 

clina a creer del todo en un régimen que castiga la supera-­

ción personal y que se empeña en nivelar para a bajo y s6lo­

se compadece de los que viven de dádivas; pues como es bien­

sabido, en la mayoría de los casos, no se nace sino se hace­

clase media a fuerza de estudio, trabajo y sacrificio. 

Pero en adelante serán los actos de los­

servidores públicos, los que tendrán la última palabra, sólo 

por ellos podremos juzgar si hay o no cambio. Situación de -

la que, en Gltima instancia, ~epender& l~ credibilidad de -­

los ciudadanos en el sistema. 

TERCERA.- Al tomar posesión el Lic. Mi-­

guel de la Madrid como Presidente de la República, enfatizó­

que la guía fundamental de la renovación moral sería el Dere 

cho, síntesis de la moral social y de la moral republicana,­

democrática y revolucionaria que han venido formando los me­

xicanos. Procediendo de inmediato a darle vida y cuerpo a la 

renovación propuesta; reformando, adicionando o modificando-
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diferentes ordenamientos jurídicos, que dan legalidad a la -

misma en los diversos aspectos de la vida nacional en un Es­

tado como el nuestro. 

A este respecto consideramos oportuno, -

referirnos a Kant que atinadamente expres6: "No se ha de es­

perar de la moralidad una buena constitución del Estado, 

sino que más bien a la inversa, ha de ser de ésta última de 

la que ante todo se ha de esperar la buena formación del pu~ 

blo". Postura con la que concordamos y que en nuestra pers~ 

nal opini6n refuerza la idea del Titular del Ejecutivo Fede­

ral de inutrumentar la renovaci6n moral fundamentalmente en­

e! derecho. 

CUARTA.- Los servidores públicos en el­

desempeño de su empleo, cargo o comisión, pueden incurrir en 

responsabilidad de tipo política, penal o administrativa, se 

gún el caso, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del 

Título Cuarto Constitucional. Responsabilidad que sólo po-­

drá hacerse efectiva, una vez que la misma haya sido debida­

mente comprobada, seguido el procedimiento respectivo que se 

apeque a las garnatías de legalidad, audiencia, debido proc~ 

dirniento y defensa consagradas en la constitución. Haciéndo 

se acreedor a uno u otra de las sanciones establecidas, o -­

bien, a la aplicación de más de una de ellas. 
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QUINTA.-Mediante la adición del artículo 

32 Bis a la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-­

ral, se creó la Secretaría de la Contraloría General de la -

Federación, como en su oportuni~ad ya se mencionó, y cuyo -­

objetivo primordial es vigilar el cumplimiento de las oblig~ 

ciones de los servidores públicos, la investigación de su -­

presunta responsabilidad, y en su caso, la aplicación de las 

sanciones correspondientes. 

En relación a la facultad de investigar­

la presunta responsabilidad de los servidores públicos que -

esa dependencia del Ejecutivo Federal tiene atribuida, cabe­

destacar que la misma reviste un sello de anticonstítuciona­

lidad. En virtud de que si la presunta responsabilidad que -

se investiga es de naturaleza penal, la Secretaría de la Cón 

traloría ejercería una facultad que expresamente confiere -

el artículo 21 constitucional al Ministerio Público y a la -

Policía Judicial, que no es otra, sino la de perseguir los -

delitos. 

SEXTA.- La eficiencia y eficacia de las­

acciones que adopte la administración pública para solucio-­

nar los problemas que enfrenta el país, tienen una íntima re 

lación con la credibilidad del pueblo en sus gobernantes y -

en las instituciones que éstos representan. 

Así pues, al darle vida a la renovación-
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moral, se pretende que el aparato administrativo del Estado­

en proceso continuo de transformación, se traduzca en trámi­

tes y procedimientos ágiles y sencillos a los que se inte--­

gren sistemas de control y evaluación fehacientes, en otras­

palabras, eficiencia y eficacia en la realización de planes­

y programas. 

Para ello se requiere que los actos o ªE 

ciones sean realizados de tal manera, que en ellos concurran 

todos los supuestos de hecho para que sean jurídicamente vá­

lidos. Así por ejemplo, un acto pese a ser plenqmente válido, 

puede no producir efectos, ya que la producción de los mis-­

mes se haya sujeta a la realización de un acontecimiento fu­

turo e incierto que nunca llegó a acontecer. El acto aunque­

válido es ineficaz. He ahí,la importancia de la eficiencia,­

como acción necesaria para lograr los efectos deseados. 
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